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oS. La 2">r>sió'e di.aineit'ií: ij:lre huelira? k^í'.iíua.-; e ile^ítiti'.oS y yu consecuencia.

í. TRASCENDENCIA Y SIGNIFICACIÓN DE LA INNOVACIÓN

I . Sin duda, tino de. los textos normativos más importantes del Derecho
del trabajo en los últimos años lo constituye, el recient.ísimo Decreto 2.354/
ÍÜ62 que establece un sistema de. formalizacióii y solución contenciosa de los
conflictos existentes en el seno de las relaciones colectivas de trabajo. Su
importancia justifica su publicación en esta REVISTA, precedida de estas bre-
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ves notas que mientan, sobre todo, poner de relieve la relevancia de efectos
que resulta de la nueva regulación.

2. Por de pronto, en cuanto concepción que la inspira, la reforma se
coloca en la línea ampliativa de la "autonomía social" o colectiva, en el sen-
tido de «reconocimiento a la categoría del poder de dictarse a sí mismo nor-
mas» (i), que tiene como hito fundamental la ley de Convenios Colectivos
Sindicales de 24 de abril de 1958. Hasta entonces nuestra positividad ss
había caracterizado por una negación radical de la autonomía de los grupos
o representaciones profesionales en lo referente a la ordenación de las condi'
ciones de trabajo. Estas se fijaban unilateralmente por el Estado, que no sólo
impedía la actuación de una autonomía colectiva, sino incluso vedaba o, a!.
menos, limitaba y dificultaba el propio juego cíe la autonomía individual de
las partes del contrato de trabajo, a través del juego de vina política de sala-
ríos bastante rígida (2). Al libre juego de la autonomía individual, sigue, a poco,
el reconocimiento de la función normativa de los propios grupos a través de
sus representaciones profesionales en el cauce formal de los convenios co-
lectivos.

La reforma limitada al solo campo de los convenios colectivos y compie'
tada tímidamente en un aspecto parcial en lo relativo a los reglamentos ele
empresa (3), no quedaba completada al subsistir, en su mayor parte, la regu-'

(1) Cfr. SANTORO PASAKELLI: .•••Stato e sindac.au»;, en Stuái Cien, I, Milano, 1951*
página 66. KOL>R;V,UE7.-PIÑF.RO : IM reUcióu colectiva de trabajo a través de sus mam-
festaciones, Murcia, 1962; páginas 9 y sigs. La posición de la autonomía .social en los
sistemas poéticos actuales lia sido puesta de relieve por Srrzí.ER en Solíale r l'ortschnft,
1952; págs. 7", y sigs. Vid. sobro, el tema también, I;ORSTIIOFF: Lehrb. des Verwül-
Iv.ngsrcihts, I, (2 ed.), pág. ^60.

(2) Ur: agudo examen de .su «•votación en ALONSO Ol.EA: Ixi política de salarios y
su evolución, Ai 1 id. Un. Sevilla, T959. Por cierto que en base al reconocimiento de la
autonomía individua!. ALONSO OI.EA había afirmado yn en 1055 ' a posibilidad entre,
nosotros de pactos colectivos, en Pactos colectivos y contratos de grupo, Madrid, 19.55 «
páginas 14^144.

(3) Vid. PÉRliz BOTIJA y RODRÍGUF.Z'PIÑF.RO : Reglamentas de empresa, Madrid, 1061,
donde se examina In nueva regulación del sistema de reglamentos de régimen M'
terior.

Llama la atención que no se aluda en absoluto- en el Decreto que comentamos a los
conflictos derivados de ;a elaboración o interpretación de estos reglamentos. Esto puede
ser un deseo de que. la institución de. los Jurados de Kmpresa, como entidad de cola-
boración, no intervenga en conflictos y disputas lalwrales como ocurre en otros siste-
mas (vid., por ejemplo, Nm'MANN-Dl.'liSBBRG: Bctriebsverfassunsrecht, Berlín, igrió;
páginas i,| 1 y sigs.) en conexión, quizá, con la reforma reciente del art. 81 del RegU'
mentó de Jurados de Empresa (Decreto 2.^52/1962 de 20 de septiembre).

Pero también es pensable que el escaso juego que la autonomía de la representación
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dación impeditiva de todo sistema de íormalización de conflictos colectivos.
SÍ se partía de que el Estado detentaba el monopolio normativo en lo que

a condiciones de trabajo se refiere, tutelando por sí los intereses colectivos
de las categorías profesionales, el esquema jurídico de la relación colectiva
perdía importancia y no era pensable una autotutela de los grupos de los
propios intereses colectivos mediante la formal ización de conflictos colee-
tivos. La prohibición formal y rigurosa de algunos procedimientos típicos de
formahzación, como son la huelga y el cierre patronal, eran tan sólo un
síntoma de una opinión más amplia, que veía en el Estado el i'tnico tuielador
de tales intereses. El Ministerio de Trabajo asume así funciones amplísimas ya
no sólo en la fijación de condiciones de trabajo, sino en su misma interpreta-
ción y aplicación. La llamada '•jurisdicción concurrente de las Delegaciones
de trabajo^ (4) asume especial importancia en lo que. a resolución de autén-
ticos conflictos colectivos se refiele (5).

En el plano sindical, el propio esquema de la organización en al que en
un primer momento1 la línea representativa ocupaba escaso relieve, hace que
de hecho se plantearan y solucionaran auténticos conflictos colectivos. Pero
•-istos planteamientos y estas soluciones eran «informales»; quedaban en el
plano interno y se solucionaban, tanto en su sentido como en su consecuencia;
más en el piano político que en el propiamente jurídico.

De estos datos parte el legislador al regular la nueva institución de los
convenios colectivos, aunque ya ésta coincide con un movimiento bastante
anterior de refoiv.amiento del juego de las representaciones profesionales, que

profesional de los trabajadores tiene en la elaboración parcial del Reglamento, y les
considerables poderes de control y decisión que: detenta el órgano administrativo-laboral
sou los que, en última instancia, han justificado la no inclusión expresa de la cuestión
en ci nuevo procedimiento. Sin embargo, dada la amplitud del art. 1.", 1) clel Decreto,
ijo px;5*irá obstáculo sustancial ai^uno para su inclusión, uunque qui/á el deseo implícito
•de su redactor haya sido el contrario.

!,4) Así se. expresa ALONSO OLEA en La materia conítnciosü'laboraí, Seviila, 1950;
•págir.r; 55. Cfr. BAYÓW y PÉRKZ BOTIJA: Manual de Derecho del trabajo, 3." ed., II, pa-
lmas 795 y sigs., donde se esboza una teoría dei ¿acto administrativo laboral);, y su
dribla dentro de ellos ríe actos de resolución.

(5) No deja de ser sintomático que el más claro reconocimiento de un plantea-
miento er. vía administrativa y en la jurisdicción contenciosa-adrainistrativa de. autén-
ticos conflictos colectivos se encuentre en el art. 9.0, 2) del Decreto 1.137, iy6o, " e

^ de junio, que habla de «intereses de una colectividad de. trabajadores o empresarios»
y de. representación sindical. Cfr. sentencia del Tribuna! Supremo da tz de febrero
d« 19&2.

Un estudio sistemático ác. la reculación que hasta ahora había tenido en nuestro
derecho el conflicto colectivo en GARCÍA AliELLAN: «El conflicto colectivo de trabajo
-i- el Derecho español», en Estudios Jordana, III, Madrid, Iy6i; págs. 512 y sigs.
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alcanza ahora su memento cumbre. Es decir, se sigue pensando en la colabora-
ción y no enfrentamiento de las partes de la relación colectiva de trabajo,
ñero se las contrapone en la negociación contractual que muestra la existen'
cía, hasta entonces positivamente ignorada de intereses contrapuestos; cié lo?
grupos formados por los que son parte por cada lado de relaciones individuales
de trabajo, es decir, de las categorías de trabajadores y los empleadores c ca-
tegorías de empleadores.

3. La contradicción existente entre el reconocer la autonomía colectiva
normativa ele las enfrentadas representaciones profesionales, y el negar la
admisión del planteamiento autónomo' de conflictos colectivos, era ínsita a!
propio sistema. En efecto, como la generalidad de la doctrina ha reconocido,
conflicto colectivo y convenio colectivo tienen una íntima conexión que ibis
liga como causa a efecto, de manera que el convenio es el sistema normal ce
solucionar conflictos colectivos latentes o presentes (6). En consecuencia, lo
que quedaba vacío de normación era el conflicto presente, es decir, el caso
de que por falta de acuerdo no se llegara a pactar un convenio colectivo.

El caso se preveía en la regulación del convenio con una. regulación pecu-
liar. Puesto que formas de coacción similares a disputas laborales, típicas en.
otros sistemas, estaban vedadas, por todos los medios se intenta el llegarse
efectivamente a un acuerdo. Para ello se consagra un deber específica de
"bueno, fe" de las partes en la negociación, que tiene como contenido espe-
cífico deberes de nombrar las respectivas comisiones negociadoras, deber de
éstas de acudir a las sesiones, y deber de poner la mejor voluntad posible para
llegar a un punto de. acuerdo entre las pretensiones propias y las de la otra,
parte. Esta obligación se garantiza a través de un sistema complejo de prece-

(6) La situación de (desacuerdo:' en que el conflicto consiste, sólo sdqi-.iere rele-
vancia para una conceptuados jurídica cuando .se patentiza exterioriz.indo.se. de una
manera definitiva a través de. los que. la doctrina ha llamado actos de- perfección' . 3.
conflicto cuando está aún ¡atente no Ínteres,-, al ordenamiento. BAYÓN ha estuciiac.c
con detención estos problemas distinguiendo en el conilicfo unos presupuestos, unos-
actos oreparatonos y el acto de perfección, que es en el que puede hablarse cíe ¿;re..v
ción jurídica de. conflicto;). Vid. -.Aspectos jurídico-formales de la génesis de los con-
flictos da trabajo», en Revista de Defecho Privado, 1950; ví-¿s. 823 y sifjs., y íActnS
de. perfección de los conflictos de trabajo*;, ibíd., 1960; págs. 187 y sigs.

Sobre la conexión conflicto colectivo y convenio colectivo, vid., por todos, CAPXti-
I.UTTI: Teoría del regoUimente dei rapporti di ¡avaro, Padova. i<~yj.ñ, que sr.ñaja
el convenio «como la sentencia compone un conflicto de intereses. Kstt; conflicto, s veC'.-í-
sí, a veces no, tiene inanife.s'.acicnes exteriores) (pág. 6c). Cír. Al.ON.SO Ol.liA: húrv
íhiccián, cit. cap. IV.
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cimiento conciliatorio y de «amenaza^ de decisión de la auíondad laboral {7)»
Esto, que no es otra cosa que un sistema incipiente de formalizar y solucionar
conflictos colectivos, tiene resultado allí donde se partía de la buena voluntad
ce ambas partes. Pero donde las posiciones eran irreductibles --y esto sucede
con alguna relativa frecuencia- -, no bastaba la «amenazan de la decisión ad-
ministrativa del desacuerdo, aun más cuando en la práctica las más de las
veces quedaba en amenaza.

4. Corno cambio sintomático de. la postura del Ministerio debe citarse
ía Orden ele 10 de agosto de i96?. que, en aplicación del art, ro de la
L. C. C. S. dicta i¡na normativa que soluciona el conflicto planteado por la
situación de desacuerdo ei¡ el curso ele las negocutnone-s de un conreino
colectivo para las minus de piritas en las provincias de Huelva y Sevilla. La
decisión es importante, pues, por si; estructura y contenido es una auténtica
decisión heterónoma que soluciona un conflicto colectivo formalizado, ante-
cedente directo por ello, de las que habrán de tenerse en virtud del nue.vc
sistema (S). También a lo largo de. i9fc>2 se produce otro hecho que influirá
directamente, en la nueva regulación, y es la aparición sistemática de fenó-
menos de huelga de trabajadores, de marcado sentido laboral y económico.
Estas huelgas acusan también la necesidad de una regulación específica de
los conflictos, colectivos. Necesidad que se justificaba además por el estreche

(7) Cfr. art. S.'\ 9." y 10 L. C. C. S., y arr.s. r3 y >J\ 4.0 dei Reglamento en la
nueva redacción según, respectivamente, Orden 18-V-60 y rj-IV-íx.'. Este, carácter de
amenaza ha sido puesto cíe relieve por HKKEZ LKÑÜKO, ciue ha indicado tiene un mar-
cado carácter disciplinario (Convenios colectivos sindicales, Madrid, IOÍÍ>; P^B- I ^ 5 - ) -
Con mayor impropiedad CARRO IGF.LMO ha hablado de la aplicación de un principio de
rebeldía similar al procesal (Convenios colccii-ins sindicales, Barcelona, 19=59).

Más exactamente, para GARCÍA AíiRLLÁN existe, una ¡^obligación de asistencia; y Ls.
posible, decisión administrativa «revisíe el carácter de un sui gencris procedimiento
dirimidor» (Eí confítelo colectivo... cit., pág. 57.0,) y esta es la posición del Preámbulo
riel Decreto que comentamos que habla de «la potestad de arbitraje atribuida al Mi-
nisterio de trabajo por ia ley de convenios sindicales colectivos*;. C£r. BAYÓN y PRF.L-.z
BOTIJA: Manual, cit., ¡, pág. 2co.

Un agudo análisis de la obligación de negociar tipificada en el sistema norteameri-
cano en BLANC-JOL'VAK: I.e? nil<ports cnV.-e.dijs d:i Iravail aux Etats-Unis, París, 1057;
página 263. J:n 'as reflexiones críticas que de la obra hicimos en su recensión para
esta REVISTA hemos comentado la posible aplicación a nuestro sistema de tal concepto.

(tí) I.a estructura de la Orden can sus resultandos y considerandos es una auténtica
decisión arbitral, fijándosele un ¡imite temporal de acuerdo a la legislación de conve-
nios colectivos. La importancia del cambio de postura es destacabie, pues la Orden fue
acordada en Consejo de. Ministros. Kn el texto de la Orden se tienen todos los ante-
cedentes del i'jnilicfo planteado.

y
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campo de acción concedida a la jurisdicción de trabajo, que centrada sobre
los conflictos individuales, no podía conocer de un tipo de conflictos jurídicos
que en otros sistemas es competencia de la jurisdicción del trabajo; esto es,
de los conflictos colectivos y '«jurídicos», es decir, sobre la interpretación y
aplicación de la normativa existente. Dejada a los órganos administrativos la
interpretación de los convenios colectivos, carecíase de la posibilidad de un
planteamiento jurisdiccional directo de este tipo tan frecuente de conflictos
•colectivos.

5. Este importante vacíe normativo quiere cubrirse ñor la nueva regu-
lación contenida en el Decreto objeto del presente comentario, que, como su
propia denominación indica, establece ^procedimientos de formalización, con-
ciliación y arbitraje en las relaciones colectivas de trabajo);. En su enjundiosc
preámbulo, certeramente se indica cómo, al igual que se regula y se cuenta
con las anormalidades en las relaciones individuales de trabajo (conflictos sin'
guiares de trabajo), el ordenamiento debe contar con y regular las anormalu
dades en las relaciones colectivas de trabajo (conflictos colectivos) que son
índice de la movilidad y adaptación al cambio de circunstancias de la vida del
trabajo. Aun cuando en el mismo preámbulo se quiere minimiza? el propio
alcance del Decreto, al reducirlo a recoger los principios contenidos en una
serie de disposiciones dispersas cuyes ejemplos más significativos cita, «darle?
una adecuada reglamentación y estructurar, en fin, dentro del marco de aque'
lias disposiciones legales el cauce adecuado para solventar las situaciones ex'
capcionales y transitorias de anormalidad)), lo cierto es que, como se ha de ver
con más detalle, tanto su espíritu como alcance y contenido, suponen una
radical y completa innovación en un tema tan importante para la vida dei
trabajo como es el de los conflictos colectivos. Se pasa, en efecto, de v.ns.
intervención administrativa considerable que suponía en sustancia la tutela
por el órgano administrativo laboral de los intereses colectivos, con excepción
del campo, relativamente reducido en la vida real, de los convenios colectivos,
a la consagración del principio de. subsidianedad de la función estatal en el
campo de las relaciones de trabajo, y a la implantación de un sistema de
solución de conflictos ante tercero especialmente instituido para ellos, como
órganos de una auténtica jurisdicción. Sea cual sea el juicio que ante la
nueva regulaión se adopte, no puede dejar de reconocerse su novedad y pro-
gresismo respecto a la situación anterior.
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II. SOBRIA LA LEGALIDAD DEL DECRETO

6. Lo primero que llama la atención en la nueva normativa es su cauce
formal. No deja de extrañar que una regulación tan radicalmente innovadora,
y que toca una cuestión tan importante y jurídicamente protegida como es la
de la competencia jurisdiccional, haya sido establecida por una norma con
rango de Decreto. Quizá la urgencia con que se planteó el problema explique
al que no se haya acudicio a la vía legislativa, y se utilice francamente la
vía del Decreto, sin emplear, felizmente, el fácil medio del Decreto-ley.
Ahora bien, esta explicación no puede justificar el desconocimiento del pr%n-
;:it>io de legalidad que inspira, como cualquier país civilizado, nuestro ordena-
ir: lento, y poner en duda, por ello, la legalidad del Decreto.

Este intenta justificarse a sí mismo a través de una doble argumentación:
la falta de novedad de la regulación y el no agotamiento de la delegación
legislativa contenida en la ley de 4 de abril de 1958. La pretendida falta de
novedad del sistema se acaba de impugnar.

7. Más delicado es el problema de la falta de agotamiento de la delega.'
•ción legislativa ejercitada en el T. R. P. L. Tanto ia doctrina come la juris-
prudencia (9) están de acuerdo en afirmar la fuerza o valor de ley de los
textos refundidos, como manifestación genuina de la legislación delegada, y
sometidos, por ello, a los mismos límites y garantías de toda legislación dele-
gada. En consecuencia, corno en todo ejercicio dz delegación legislativa, la
delegación o mandato al Gobierno contenida en la citada ley de 24-IV-58
se cigoió al redactarse y promulgarse el T. R. I*. L. Problema distinto será eí
de la obediencia o no a los límites del mandato legislativo por el Decreto de
4 de julio de 1958. Ello afectará a la propia legalidad clel T. R., pero no será
óbice en modo alguno al agotamiento o no de la delegación. El sometimiento
a los límites fijados por la ley «delegante» y la regularidad del procedimiento
de exterionzación1 cié la ley «delegada/' será requisito de la validez y fuerza

(0) Vid., por ejemplo, sentencia del Tribunal Supremo de 11 de mayo de. IQ6Z que
ítnrnia el <Tango de ley» del Decreto de 4 de juho de 1958 que. aprobó el T. R. P. L.

El tema de la naturaleza de los Textos Refundidos ha sido analizado detenidamente,
en lo que a lu ley de Contrato de trabajo se refiere por DE LA VILLA en Ld extinción
<íd contrato de trabajo, Madrid, 1960. Recientemente CARJ.ASSARK CAIANI ha puesto de
relieve cómo es insostenible la distinción entre Textos Retundidos «delegados y uauto-
íizados*, afirmando que en toda ley que atribuya el poder de emanar un texto refun-
dido, no hay una autorización, sino una ¡auténtica delegación legislativa (en uSulla natura
Si".tid¡ca dei testi unici», Riv. Trini. Dir. Vub., 1961; págs. 71 y sigs.).



MIGUEL RODRÍGUEZ-PINERO

de ley ríe ésta, pero no permitirán una «repetición», y aún menos .'de oíicicp»
y parcial ele la facultad delegada de legislar {10).

Pero además tampoco es convincente la discrepancia entre el T. R. P. L.
y la ley de .•»4-IV'i95<S. Ciertamente, lo más ilustre de nuestra doctrina lo
ha sostenido (ii). pero pese a la autoridad ele sus sostenedores, la solido/.
de les argumentos es dudosa. Hn efecto, la discrepancia se razona en base a h
utilización por el art. i.° del T. R. P. L. de la expresión «conflictos individua--
les ••••, que no se emplea en el art. 6.' de la ley de. 24-IV--58. Pero una lectura
detenida cíe este precepto nos indica que determina la competencia de. la juris-
dicción de trahap por un doble dato :

-• subjetivo, que alude a las partes de relaciones individuales do
trabajo («trabajador.-, o emp-resarioví).

— • objetivo, entre otros, conflictos "que se produzcan... come-
consecuencias de contratas de trabajo.).

(10) n! art. 10, 4), de !,i ley de Régimen Jurídico, dispone que es de 'a rómpete:'.-'
cía del Consejo de Ministros ; someter al Jeic. del Ks'ado proyectos de disposiciones
con fuer/a ce ley, cuando el Gobierno cuente para ello, d>i cachi caso, cop. expres.i
delegación por ley velada en Cortes y previo dictamen ciel Consejo de P'stado >::'
Pleno. (Sobre el precepto, afirmando su • inconsíitucion.'liclad?, KNTRLNA : 'El texto-
refundido de la ley de Régimen Jurídico-, R. A. í \ . 24, pág. 274: en contra, MARTÍNK'
USKRCS, en 8.n ed. de! Derecho Admimstraiho, de GARCÍA OVIEDO, Murcia, \§r>:.; "$'

gina 256.)

En el Decreto que comentamos, aparte de rio haberse cumplido el tramite obligado
riel diclame.11 del Consejo de Estado, r.o exisía en el c?..so especíiico de.:c¿;a<::ón, ésta al
ser caso por caso se agotó en el T . R. Sobre los límites de !a delegación legislativa y
el control cié i ejercicio de la delegación, vid. MoRTATl: . Sui limifi de.'.la ciele«a2ior.í-'
legislativa), en lus, 1952; págs. 2o(> y sigs. LAVAGNA : 'Decreli legislativi e ricorsu
giudiziaie», en Ras. Dir. Pu¡>b., 1952, II, pág. 145. VlRGA: -.Diflelo di potere sindacaí-7
di costnuzionaiitá'.., en Gií" comp. Cczss. civ., 1052, II, 421. La importancia de la regu-
laridad del procedimiento en la creación de la le./ delegada es puesta de relieve. :;oí
TRÍF.PILL: Delegalioii muí ManJal i;r. ojjcnllkUes Redil, Sfattgart y Berlín, ly-t-'!
páginas 115 y sigs.

Hl problema de :a delegación legislativa ha preocupado poco a nuestros estr.c.ios^-1

del Derecho político, al contrario de. lo que ha sucedido con la doctrina aclmir.istni'
tiva. Para ésta, aparte de los tratados generales, vid. GÓMEZ ACF.RO : . Ki ejercicio'
de la función legislativa por el Gobierno», R. A. 1\, 6; págs. 99 y sigs.

( n ) Así, en especial, ALONSO OLEA: La materia contenciosa laboral, cit., pág. ",'t
aiirma qur el '1 ' . R. i:sostiene ¡a tesis errónea e ilegal:) de hablar de. conflictos ir.c.i--
viduales en su art. i.° Hacia esta solución parece apuntar BAYÓN en ¡Breve ce'.ne.níarK.'
si T . R. P. I...-, en Boletín Col. Abot;. Madriii, iysS, y más decididamente GAW'JA
ABEI.LÁN en Conjhcto colectivo de trabajo..., cit., págs . "525-520.
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Esta doble referencia no es sino una definición de ios conflictos mdivi'
duales de trabajo, en contraste con los conflictos colectivos en lo-s que existe
un factor subjetivo (las representaciones profesionales o el empresario) y un
factor objeto (afectar a intereses colectivos) sustancialmentc diversos. En coiv
secuencia, la referencia a <• individuales:" del art. i.'1 del T. R. P. L. no hace
sino recoger lo que ya estaba implícito en la ley -delegante.

8. Desechada esta doble argumentación que el propio Decreto indirecta'
mente contiene para defenderse, la ilegalidad del mismo t:;; evidente: la am»
pliación del ámbito de 1?. jurisdicción de trabajo contenida en el art:. i." del
Decreto, la sustancial variación del régimen previsto en la L. C. C. S. por
el art. 2." del mismo, y también por su are. y,.", la importante innovación que res-
pecto a algún tipo de huelgas supone el art. 5.", la consagración de acuerdos
.:1c las partes en procedimientos conciliatorios fuera de los moldes demasiado
rígidos de la negociación de convenios colectivos prevista en el art. 6.", y
sobre iodo la xaiUodelegación» al Ministerio de Trabajo de «'laborar un nue--
vo T. R. 1'. L. son en sí mismas novedades tan sustanciales que en puridad
necesitan la vía legislativa. Por ello, para que los defectos de forma-no impi'
dan la realidad con práctica de tan importante innovación, será más que con-
veniente un sanción a posterum de tales defectos, que podría conseguirse por
.la fácil vía de elevar a las Cortes un Proyecto de Ley limitado a conferir el
valor de ley a la regulación contenida en el Decreto.

Este no es el único caso en que el jurista del trabajo tiene que plantearse
este problema de legalidad, ni aún siquiera en otros sistemas están salvados
oe tal problema {12). Pero sería de desear que también en el plano de lo la-
ooral se respetasen los principios en que se basa todo Estado social de
derecho, y en concreto el de jerarquía y legalidad de las disposiciones legales.
En este punto la labor del Consejo de Trabajo debería ser decisiva.

(12) Recuérdese, por ejemplo, la muy reciente polémica planteada por la doctrina
italiana sobre la legalidad del sistema implantado por la ley núra. 741 de i/¡ de julio
de 1950., que ha dado lugar a una bibliojirafí.i cuantiosa, vid. por todos, CARL'LLO:
ÍJjníío sindacale transitorio, Milano, 1960.

Kntre nosotros, BAYÓN CHACÓN, tras en estudio detenido de la situación positiva,
h;i puesto de relieve la necesidad de una estricta delimitación de la esfera legislativa y
''el poder reglamentario, con la natural consecuencia de una más rigurosa observancia
de ¡a jerarquía de normas. (JM seguridad jurídica en el Derecho del trabajo, Estudios
Pérez Serrano, Madrid, 1959, II, png. 701 y sigs.). Como remedio frente a la arbitra-
riedad y la necesidad de someter a ley al intervencionismo administrativo, Pí.RKz BOTIJA
"i-ude al listado de Derecho en su discurso de ingreso en la Real Academia de Juris»
prudencia (El Estado de derecho y el Derecho del trabajo, Madrid, 1958, en esp., pá'
¿•n;;s 18 y sigs., y 25.).
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III. LOS CONFLICTOS COLECTIVOS: CONCEPTO Y PROBLEMÁTICA

9. Prescindiendo del importante problema de la legalidad del nuevo sis-
tema, debe tomarse como punto de partida para su estudio el del concepto de
conflicto colectivo. El Decreto lo dd por sabido, pero lo cierto es oue nuestro
ordenamiento carece no ya de una defimfkión legal, sino incluso de una recta
delimitación del concepto. En efecto, cuando nuestros Tribunales de trabajo
afirman su falta de jurisdicción para conocimiento de un conflicto colectivo.
se están enfrentando generalmente con un supuesto típico de conflicto indi-
vidual como es la reclamación por despido en caso de participación en huel-
ga (13), sin marcar además las notas definilorias ele ambos supuestos de con-
flictos individual y colectivo. Tampoco la doctrina ha fijado criterios claros y
seguros para la delimitación al confundirse este concepto con manifestaciones
de actos colectivos unilaterales, como son las disputas de trabajo, típicamente ¡s
huelga y el cierre, o definirse en base a datos insuficientes o inseguros {14).

Por ello, la primera dificultad práctica que plantea el nuevo sistema será,,
sin duda, ia de establecer qué se entienda por conflictos colectivos.

10. Aunque en la doctrina comparada hay datos suficientes para afirmar
unas notas genéricas defmitorias del conflicto o <treclamación colectivas, !o
cierto es que al hablarse de conflicto colectivo puede hacerse referencia a un."
cuestión diversa, según el sistema positivo ele que se trate.

En efecto, hay ordenamientos que para delimitar los límites de la juris-
dicción de trabajo toman en cuenta el carácter jurídico o no de los conflictos'
que se planteen, esto es si se discute o no sobre la existencia, inexistencia-
o interpretación del Derecho. Quedando excluidos aquellos conflictos en los
que lo que se discute es la creación del Derecho nuevo, a realizar general-
mente por el molde de los pactos colectivos, estos conflictos novatorios o de-
reglamentación, suelen también denominarse colectivos (15).

I H l l í i , l y ^ u ; p ^ f t * w * | o / , t-|u<c ILU I IOWÁV; I I I I . ; U I L ti p i u u . MI:, m n . - u a u t ^ . L i u i a l u l a e u u i ¡ í > : - "

ción, al menos terminológica entre conílictos y contiendas o disputas laborales (vid., pof
ejemplo. GARCÍA OVIEDO: Derecho Social, 4." i;d., Sevilla, I<3>J ; pág. 602 y «tí*-

PÉREZ BOTIJA: Curio de Derecho del trabajo, %.: ed. Madrid, 1957; pags. zgó y sigs...1»
(15) Según DORFMAN: eiConflicts of right are disagreemenís over what is lav.V

confliets of ir.terest are disputes over what shmúd be. the jawi, en Labor liclaUvns '•'í
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Su otros sistemas, al contrario, se desconoce esta distinción entre con'
flktos jurídicos y de reglamentación, admitiéndose, al contrario, la delimita'
ción independientemente de la naturaleza del conflicto, en base a su carácter
individual o colectivo. Esta distinción, que no ha dejado de ser criticada por
por su debilidad dogmática (16). se basa en el interés colectivo afectado por

Norivay, 1957 (cit. por DURAND, en t<La conciliaticn et la meciiation des conrlits
ccllectiís du travail^, en ¡liv. Dir. Int. Cor.ip. del ¡xivoro, 1961: pág. 17, n. 6).

Esta distinción se admite en especial en los pause» de ia Kuiopa nórdica y en Ale-
mania. (Cfr. BoLl.N": Das schwcdischa Schlichtungsivesen, Beírii-bsberater, 1055; pági-
na 901, dor.de se hace mención a !a ley sueca de. 22 de junio de 1928). Según Nll'PF.R-
DEY, en el Derecho alemán el conflicto colectivo se caracteriza por las partes, el objeto
y el contenido. Hste es «nich cié i;rage, vas rechtens i.st, welche Lohne une! Arbeir.sbe-
dingungen besíehe.n, wie áic Vereibarungen auszulcgp.n sind (Rechtstreit) sontlern wel-
che kolíektivrechtliche Regelung zukünttig gelten solí, welche Regelung gerecht imc:
billig un daher konstitutiv zustap.d?. brir.gen ist. >• (Lehrbuch des Arbeitsrccht, con
HuECK, 6.-"- ed., Berlín y Frankftirt 1957; pág. 527). Un panorama del Derecho com-
parado con especial examen de esta distinción en Dl'KAND: ha concilnílioy, ei la mc-
diation, cit., y Mrrsou: Les rapports entre ¡a comection coüectivc et la sentence
arbítrale, Parí1;, 1938; págs. 164 y sigs., y 2$ y sígs.

(T6) ASÍ NlPPERDF.Y afirma que lo contrapuesto a conflicto colectivo BS el conflietc;
juríaico. «Der Begriff "Einzelstreigkci'Lcn" ist ohncn dogmaktischen Wert>; (/.ehrbuch,
cit., II, pág. 7, n. 7). En' un plano similar ScELLi; había declarado «hérésie juñdiquc?
ei tratamiento unitario de los conflictos de intereses y jurídicos Legislation bidustriella
ÍCours). París, 1940; pág. 388.

Por .su parte CARNF.LL'ITI critica la inclusión junto a los conflictos colectivos econc-
Ricos, cié los llamados conflictos colectivos jurídicos, pues éstos, según él, sólo pueden
referirse -sino a las .singulares relaciones y, por tanto, a los trabajadores y empleadores
singulares, siendo «sbagliatao la concepción que los coloca en el mismo plano, ya que
mientras que el conflicto de intereses requiere la formación del mando colectivo, l.i
aplicación de éste es siempre individual (Teoría del regolatncnto, cit., pág. i}8).

Entre nosotros, al contrario, ha llegado a criticarse el «planteamiento dual de con-
íüetos de intereses y conflictos jurídicos, afirmándose la unicidad sustantiva del conflicto
colectivo (GARCÍA ABELLÁN': YX conflicto colectivo da trabajo..., cit., págs. 505 y sigs.).
Aunque no falte quien pone el acento en la distinción entre conflictos novatorios y con-
flictos por incumplimiento (cfr. RAYÓN : Aspectos jurídico-formales..., cit., págs. S27 y sigs.)

Las tendencias más recientes en el Derecho comparado marcan un acercamiento
de las posiciones contrapuestas, de. un lado porque donde se distingue entre, conflictos
de intereses y jurídicos, dentro de estos últimos se evoluciona hacia una tipificación de
ios conflictos colectivos de orden jurídico (cfr. MlT.SOlJ: J.es rapports, cit., págs. 163 y
siguientes.). A su vez, donde la distinción se monta entre los conflictos colectivos y los
individuales, dentro de aquellos se distingue progresivamente entre, los conflictos de
interés y los de orden jurídico, al requerir formas de solución diversas (cfr. DURAND:
LÍ! conciliatUm el la mcdidtiov.... cit., pág. 19).

Sin embargo, hay sistemas como los anglosajones donde todas estas distinciones se
diluyen en un tratamiento unitario de los conflictos de trabajo. Cfr. KAHfC-í-'REUND, en
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el conilicto colectivo, y, consiguientemente, en las partes «colectivas:* que io
actúan. No es, pues, una mera distinción numérica —es posible el caso cíe
un conflicto individual pluristibjetivo (17) - sino una distinción sustancial
tanto por las partes del conflicto (trabajadores y empleadores en el conflicto
individual, y representaciones profesionales o empleadores en el conflicto co-
lectivo) como especialmente, por su objeto, que aíecta na directamente al
cumplimiento, interpretación o incidencias del contrato cíe trabajo, sino a h.
fijación colectiva de las condiciones de trabajo, ya se trate de la interpretación
de las existentes, ya de la creación de otras nuevas (18). En este punto, cabe,
afirmar la coincidencia en el aspecto material de relación colectiva de trabajo
y conflicto colectivo (i9).

The Sysiem 0/ Industrial Relations in Cfeat Briiahi, de FLANDÜRS y Gr.¡-X;G, Oxford, 1954,
páginas 97 y sigs. y en .ínter group Canílicts r.nd Thcir Settlemer.r >, 7 he Tirii. Journ.
0 / Socit'logy, 1974. V , págs. •2C(T?.<YJ.

(17) Cfr. A.SQUIK.1: < Controversie colleUive c controversie individua;: di lavoro.»,
II Dir. cid Lav., 1930, 1, págs. -'.31 y sigs.

El mismo T. R. P. L. reconoce, en su art. 10 expresamente !a posibilidad de '.:r.
conrlkto indivitiuai que afecte a una pluralidad de trabajadores (cír. arr.s. 17 y .20 de¡
mismo cuerpo legal).

(18) Aún cuande, en puridad, e! conflicto colectivo se da sólo sobre la regulación
colectiva, y, por ello de. !a interpretación y aplicación cíe que se traía es la de la
normativa colectiva, hoy se tiende a incluir no sólo las diferencias sobre estas reglas
colectivas, sino también sobre otras reglas jurídicas, este es, a la interpretación y apli'
vacien de ¡as normas estatales (cfr. MlT.seU: l.es mpports, cit., págs. 1&3 y sigs.

El problema de s; los conflictos colectivos jurídicos afectarán sólo a la regulación
colectiva, o abalearán a totit; la regulación labora!, tendrá que ser resuelto por ls
práctica jurisprudencial. Aunque basta ahora la vía administrativa y su postírior control
jurisdiccional es el contencioso, ha sido el cauce para la resolución de ios problemas
de interpretación de las normas estatales (singularmente: las Reglamentaciones), dada la
competencia atribuida para ello a'. Ministerio de Trabajo, no parece exista obstáculo
conceptual alguno para e! planteamiento y resolución, por los procedimientos previstos,
de conilictos colectivos de este tipo. Sólo cuadra mal con este tipo de conflictos es el
principio de. primacía de. la autonomía social y disponibilidad por ello de las partes
colectivas sobre la interpretación, aún más tratándose casi siembre de una normación
inderogable. Pero el obstáculo se salva teniendo en cuenta eme el art. ó." del Decreto
requiere en todo caso para la validez de les acuerdos la aprobación administrativa.

(19) .El conflicto de interese.'; es el elemento material común cié al menos <í'^
figuras, relevantes en el campo jurídico, que tienen como nota diferencial el elementa
formal, la relación jurídica y la litis... Desde el punto de vista material relación colee
tiva y conflicto colectivo son exactamente la misma cosa, bajo ellas subyace un conflicto
•de intereses colectivos; (JAF.GF.R: Principa di dirito corporativo, Padova, IO-JCJ; páy. 8).
(Cfr. CARN'KLt'rn: Tecnia ¿id regoluineulo, cit.. págs. 50 y sigs.
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i i . La nueva regulación no incide, en principio, en la confusión juris-
prudencial ele conflicto colectivo y disputa laboral. Su muy excelente y en-
jimdiosc preámbulo hace una expresa remisión a los intereses colectivos, a
las relaciones colectivas y, sobre todo, traza un paralelismo entre conflictos
individuales y conflictos colectivos, que indica tanto el hacerse referencia
a auténticos conflictos colectivos (y no a disputas laborales), como que nuestro
sistema adopta ía segunda de las distinciones trazadas.

Conforme al antecedente contenido en el arí. i." T. R. P. L., la distinción
se traza no de acuerdo al carácter novatono o interpretativo del conflicto,
sino en base al interés colectivo o no que entre en juego. El Decreto al hablar
de relaciones colectivas ele trabajo las contrapone cou las relaciones indivi-
duales o contratos cíe trabajo. Ei conflicto individual de trabajo coincide e.n
sus partes (trabajador y empleador) y objeto con la relación individual de
trabajo, es, en efecto, una perturbación en la marcha de la misma. A su ver.
•el conflicto colectivo de trabajo y la relación colectiva coincide en cuanto a
su estrutura y elemento material.

Los elementos que definen la relación colectiva serán así los que tracen los
límites del carácter colectivo del conflicto; un elemcnio subjetivo, el ser sus
partes en las relaciones colectivas de trabajo, esto es representaciones profe-
sionales, al menos del laclo de los trabajadores. En nuestro Derecho; vocales
de las juntas de sección social, grupo o subgrupo, enlaces o vocales de jurados
de empresa, por el lado de los trabajadores; por el lado empresarial, vocales
de las juntas de sección económica,, grupo o subgrupo, o los empleadores per-
sonalmente (20). Y un elemento objetivo afectar a. intereses colectivos labora-
les, darse una colisión de intereses de la categoría {21). La satisfacción del
interés colectivo es el objeto fundamenta), perseguido en el -conflicto colec-
tivo. Este interés se satisface, según el caso, tanto por la aplicación efectiva y
recta interpretación de la normativa existente como por el establecimiento de
nuevas normas, fin base a esta dualidad, se traza ya en el marco deí conflicto
colectivo una subdivisión entre conflictos de reglamentación y conflictos de
aplicación e interpretación (22) que coincide con la antes señalada existente
an otros sistemas, y que no dejará de tener importancia en nuestro sistema.

Í20) Norma Sindical i . a rie las dictadas en 23-VI-1958 para la negociación d« con-
v»'-rios colectivos.

(2.1) Que. afecte, directamente a las condiciones de trabajo que existan o deban
existir. Sobre el concepto de interés colectivo nos remitimos a nuestra ÍM relación
colectiva de trabajo..,, cit., págs. 8 y sig. y 69 y sigs., y a ARDAU: Teoría giuridica
••hilo sciopero, Padova, 196?.; págs. 5 y sigs.

(22) Cfr. BAYÓN: Aspectos, cit., págs. 827 y sigs., y ALONSO OLEA: Introducción
•<*'• Derecho del trabajo, Madrid, 106?..
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En consecuencia, en nuestro ordenamiento, conflicto colectivo es aquel
que tiene lugar entre representaciones profesionales de trabajadoras y repre-
sentaciones profesionales de empleadores, o éstos personalmente, sobre cues-
tiones jurídico-colsctivas, f-anáamentalmente sobre la regulación colectiva da
las condiciones de trabajo (33).

J.2. Si queda claro que, en principio, el nuevo sistema lo que viene 1
regular es un sistema de solución ele conflictos o reclamaciones colectivas de
trabajo, y no un procedimiento de evitar o encauzar disputas laborales, del
tipo de la huelga o cierre, patronal, la estrecha conexión que en la práctica
tienen conflictos colectivos y disputas laborales (24) hace que pueda, la nueva.
regulación sustraerse ele aquella vinculación. Ha sido señalado repetidamente
en la doctrina que el progresivo desarrollo de instituciones ele solucionar con-
fíictos colectivos acaba por limitar progresivamente el derecho de huelga, has'
l:a el punto de poder llegar a suprimirlo (25),

fín nuestro sisleina positivo cabe afirmar casi lo contrario, en el sentido-
de que partiéndose de una negación absoluta de autonomía colectiva su pro'
gresiva ampliación da lugar a una mayor flexibilidad y libertad en las relacio-
nes sociales, e implícitamente n. una menor gravedad ele las alteraciones en la.
marcha de las prestaciones de trabajo. Mientras que el Estado tenía el mono
polio de 1? nermacián de las condiciones de trabajo, toda reclamación colec-
tiva formalizada a través de disputas laborales, suponía en última instancia
una posición de conflicto frente al Estado mismo. Hoy, al contrario, el reco
nocimiento cíe la autonomía cié los grupos profesmales limita, considerable-
mente el alcance de toda disputa de este tipo. También, entre nosotros, al
margen ele su licitud, las disputas laborales tienden a reducirse al campo
económico y laboral.

Partiendo de esto cambia de matiz la reacción que el ordenamiento adopta
frente a la huelga. Ya sí cabe decir que la prohibición de Ja huelga es «na
especie da precio que el Estado impone a los grupos profesionales por el ser-

(2$) Cfr. Nll'PERDEY: í.chrb'Jch, II, págs. 5.77 y sigs., donde se examina lietenicii-
mente, que fe entiende por estas cuestiones jurídico-cclcctivas. Kl conflicto colectivo
supone ya cié por sí un estadio de «perfección» o formalización del mismo. Cfr. SAYÓN :
Actos de perfección, cit.

(24} Pues el fin normal y propio cíe tocia disputa laboral, y así es le formalizacic t'-
y logro de solución favorable, de un conflicto de trabajo. Cfr. Al.ONSO OLF.A : Introduc-
ción, cit. y NlKlSU-I: Arbtritsrecht, II, ?.." e-ci. Tubing?., 1959; páginas 80 y sigs.

(25) Vid. las conclusiones de CÍKUN'I;BAUM--EALLIN y PETIT, tras un Ir.rgo recorrido
del Derecho comparado (Les ecnfUts collcclifs ilu travuil et lev.r retfLement £(¡¡)is •'•'•'
monde contemporain, París, 1954; 30c; y sigs. en esp., págs. 315 y sigs.). Cfr. BoUEKH:
Le Uroit de greve. París, 1958; págs. 313 y sigs.
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vicio que les suministra con su conciliación y con. al proceso colectivo» {26)
y no un fundamento meramente represivo como en los inicios del régi-
men liberal. Este cambio de perspectiva y mentalidad hace que en el Decreto
se adopte una postura más realista y se tenga en cuenta la posibilidad cíe
que efectivamente un conflicto colectivo llegue a provocar la aparición ce
huelgas. La nueva regulación contiene asf, aunque bastante veladamente tam-
bién, una regujación de los casos de huelga. Lo que ocurre es que, por hacerse
tímida y veladamente, se utiliza una terminología que puede dar lugar a con-
tusión.

La nueva posición realista ante la huelga, y el considerarla muchas veces
mía ¿(enfermedad inevitable • cuando no justificada, lo que en sustancia tiende
no es ya a sancionarla sino a evitarla y suprimirla, solucionando para ello el
conflicto colectivo que la haya provocado o causado. listos casos se regulan
en los r.rts. 2.0 y siguientes del Decreto en les que ya no se habla de conflictos
colectivos, sino de situación colectiva ¿>i conjhcto. En la cuidada redacción
del texto, ei cambio de denominación indica claramente la referencia a digo
distinto al mero conflicto colectivo, y que parece ser una .situación, de altera-
ción o perturbación de las relaciones individiuútís de trabajo, según se deducá
tanto del preámbulo {xj). como en especial del propio contexto : el art. 5.'
habla del caso de que l̂a situación de conflicto carezca de fundamento labo-
raL.', y esto no puede ser sino la mención de una situación de perturbación
de trabajo no basada en un conflicto colectivo de trabajo, ya que es impen-
sable un conflicto sin fundamento laboral. Menos claridad resulta de los
supuestos contemplados en los arts. 1"., :;." y 4.0 Pero si se tiene en cuenta
que, tanto en su art. j . " como en la legislación vigente, de convenios colec-
tivos, tendrían perfecto encaje y solución tales supuestos, si fueran meres-
casos de conflictos colectivos en. sentido propio (28), su especial tipificación

(26) Así CARNELUTTI: Teoría del regahmcnlo, cit.-, pág. 72. Cír. GARCÍA OVIEDO:

Derecho Social, cit., págs. {••22-613.
(27) En éste 5e habla de. (¡del conflicto que. en su nacimiento o en su desarrollo es

•in conflicto político y de alentado a! orden público o a las instituciones del Estado---.
Esto UD es sino una tipificación de las circunstancias' que. de.fir.cn la huelga polític.i,
° sea, según KAISER, «der Streik, der sich gegen den Staat uncí seine Organe ais
Adressate.n rirhtet» (Der politische Streik, Berlín, 1955, pág. 10). Un conflicto de inU'.-
reses laborales como tal, nunca pueril atentar el orden público o las inslitm:i.on«s dul
Estado, sino sólo las actuaciones de las colectividades de trabajadores o empleadores,
esto es, las disputas laborales.

(28) J.os supuestos de. interpretación de conflictos se. regulan ya en el art. 26 de.¡
Reglamento de la L. C C. >S., que establece un sistema auténtico de solución ele con.-
ffictos al fijar la iniciativa de partes y posibilitar incluso la audiencia de. éstas. Según
GARCÍA Ü£ HARO, se trata de una interpretación auténtica a la que sólo hay que



sóiO es explicable como referencia a la perturbación o alteración del trabajo
a consecuencia cíe la reclamación colectiva.

13. Hasta ahora nuestro ordenamiento había sido el ejemplo más típico
cíe sistema de inexistencia ele procedimientos de formalrzación y solución de
conílictos colectivos (29). La implantación ele un sistema de. reglamentación
colectiva de ias condiciones de trabajo ha impuesto, de necesidad, tales pro-
cedimientos para lograr la paz social y iecta ordenación cíe las condiciones
de trabajo, y, sobre todo, para coaccionar y fomenta': a las partes sociales
•que lleguen a un acuerdo solucionando así el conflicto entre ellas mismas.
Pues nuestro sistema parte, come tantos, otros, de J.a pnmiicu'. de los proce-
dimientos de auíocoY,iposicion, esto es, aquellos en los que el conflicto colee'
tive .se perfecciona y resuelve por las partes mismas como obra de su auto'
nomía colectiva y, por tanto, con los límites de disponibilidad propias de
asta (ÍO).

Sólo en caso de fracase de la aulocomposición tiene lugar la formaiización
del conflicto ante un tercero, a través ele sistemas de heterocomposición.

La problemática de la solución de los conflictos colectivos se centra funda-
mentalmente en la elección y gradoxvm de los sistemas de heterocomposición.
Pese a la enorme variedad que los sistemas comparados presentan en última
instancia, todos ellos pueden sistematizarse en dos diferentes s o, como ocurre
en especial en los sistemas de la democracia tradicional, al tercero no se le-
•confiere poder beterenomo de decidir la solución, del conflicto, sino que ésta
queda en última instancia en las partes (formas de conciliación, mediación y
arbitraje voluntario no vinculante en principio (^1), o el tercero está especial'

acuclir cuando las partes están en desacuerdo sobre ello (Convenios colectivos y r¿¿lA-
mentas de empresa, Barcelona, 10.61 ; págs. -512-313), es decir, cuando están en con'
flicto.

Sobre el «procedimiento dirirnidor sui generis» en los casos de desacuerdo durante
la negociación del convenio colectivo, vid. GARCÍA ABELLÁN: El conflicto colectho..., cit.,
páginas 528 y sigs.

(zo.) Exactamente hasta ia implantación del sistema de convenios colectivos. GRUNE-
BAUM-BALLIN: afirma que sólo respecto a nuestro país «!e doute ne semble pas permis.
Point de greves, pas devantage de ccnflits collectifs, de reclamations collectifs» (/-<?5

conflits collectifs, cit., pá<». 317).
(30) Cfr. ALONSO OI.EA : Introducción, cit.; RODRÍGUEZ-PIKERO : La relación co'

lectiva de tnibujo. cit., pág. 70.
ÍJna exposición bastante completa de los sistemas de solución de los conflictos c e

lectivos con su clasificación sistemática, en WARREN: The Settlement of Labov-Ma/r.o.'
gement Disputes, Nueva York, 1951.

(31) DURAND distingue entre la voluntariedad u obligatoriedad en z\ acudir a'
procedimiento de solución, y e! carácter facultativo de la regulación de los conflictos
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mente instituido por el ordenamiento con poderes propios para resolver el
conflicto: arbitraje obligatorio, Tribunales especiales o solución por deci-
sión administrativa (32). En todo caso, !.a decisión de! conflicto, cuando
tenga lugar, consistirá en una regulación que interprete o cree una norma--
non colectiva de ías condiciones de trabajo, y éste será el resultado propio
de toda heterocomposición (33),

Eí Decreto que se establece es una original combinación escalonada ce
ambos sistemas, dando lugar a una ordenación sumamente compleja y cié
difícil sistematización práctica.

IV. LA SOUTCIÓX JURISDICCIONAL DHI. CONFLICTO COLECTIVO

14. De acuerdo COTÍ los principios de autonomía social que el listado
actual acepta, la pnmac¡u de la solución de los conflictos colectivo?, se de;a
a la. autodecisión de las partes del mismo, Sin embargo, este principio se lija
entre nosotros con notables- límites: cí menos importante desde el punto de
vista conceptual es el supuesto por la necesidad de no suponer el acuerdo
alteración de precios (art. 7."). Además se requiere que el acuerdo tenga lu-
gar cea través de la organización Sindical.'), como garantía probablemente tanto
ele la "paridad de representación" come ele que no sea un acuerdo 'üinpueste >

al término del procedimiento, es decir, el imponer n las partes o no con obligatoriedad
jurídica e) acuerdo de conciliación o I;; sentencia de! arbitro. [í.ii conciliaüon et 'nt
nieJijtion..., cit. ,pá.ss. 2:1-2:;.) Es a cs'c-t .segundo aspecto de la obligatoriedad al que
aquí aludimos. Puedo, decirse qi:e en la mayor parte de los sistemas occidentales rige
el principio ¿el carácter facultativo de- !;i regla'.nentaacn del conflk'fo, que. es además
el aceptado en la G. I. T . cfr. are í'76, H). del Código :r:t<:rnacio¡!al ac trabajo, 1951

(32) al.il arbitraje obligatorio es srseticado sobre tocio en los países de :nspirac:ó::
corporativa, hostiles r; toda medida de lucha de clases, en los Estados cuya tcononr'a
es en su totalidad o en parle dirigida, porque la determinación de los- salarias y de
tas condicione-: de trabajo .se saínete ,-Jíí a las decisiones de. la autoridad públicv.- (ÍX'-
RAND. loe. cit.. pá™. 74). Pero no sólo les pairas •.•xorporativosn (como Fortu>;a¡l y ÍV
econor.iía din/zida (conio las • deuiocracia.s populares), cono-cen de sistemas (̂ e soi'̂ cioi^
obligatoria. Piénsese ín los ejemplos típicos de Australia; Nueva Z.e'anda y Canadá
(vid. sobre ellas, GRUi\'Ei?AlU¡.-l.>ALL.IN y Fli'HT: Les conflits colícct.ifs, cit., náiís. :'.y,
2 25 7 f>7» respectivamcnlí'., y blibliügrafía, allí citada. 1 Además, 'Í'VN'DAI.L: The .v:í¡ic-
«:c)7Í. 0/ Lní'or DispuU's im New Zealmui, Bjsíon, lo."}. PliliLMAN: Jv.dges iv. halustry.
A Shuiy 0} I¿tbour Arbitratíon in Ausímlid. IVlelourne, 11154; y STENÜER: -La co:»:;-
ustión pour ¡r. re.jílement di;s confuís de travail au (lanada)., R. í. 'I'., 74, '95<->; ys.?,. r>9.

{?.?) C.ir. C\RKV.:.VTl~¡: Teoría del ngouirru'.niri. c i t . , p ágs . 50 y s i c s . . Al.£>Msc¡

O'-KAÍ Introducción, cnp. V . RAsnu . l : La magisíratti-M del liv;m>, Padova , 1 0 3 / : pá -

S¡na 101. D'AGOSTINC: IJZ-magistratura del hvjorn, N'icastro, 1029; pág. J.%.
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o peyorativo (art. 6."'). Finalmente existe un requisito en consonancia con nues-
tro sistema de negociación colectiva: la aprobación de la autoridad laboral
(artículo 6.'): no se dice cuál es la naturaleza del control administrativo en
estos casos, si un control de mérito o de legalidad. Esta segunda solución
parece más probable, en concordancia con lo que rige en general para los
convenios colectivos {34). Se. trata de una homologación que constituye requi-
sito de la eficacia normativa y, probablemente, obligacicnal del acuerdo, pero
que sólo puede negarse por razones fundadas en la ilegalidad del acuerdo
mismo (35).

15. Lo verdaderamente innovador en el nuevo Decreto son ios sistemas
de heíerocomposición que prevé, y, en especial, el haber admitido la posi-
bilidad d-e decisión jurisdiccional del conflicio. eligiendo así un procedimiento
no muy frecuente en los sistemas comparados (36). En efecto, por razones

(34) Ki art. 20 del Reglamento lista limitativamente, las causas de ineficacia total
y parcial; un examen detenido de las mismas muestra que. en la aprobación existe un
auténtico control de legalidad. A la misma conclusión llegó por cierto, en su momento.
la doctrina italiana. Vid., p¿r ejemplo, QiSAKlNi SFORZA: Corso di diriilo corporativo.
$.:l ed., Padova, 1935; págs. 200 y sigs.

(35) I Iemos querido prescindir en esta breve exposición, que quiere ser sólo co-
mentario del Decreto, de la problemática planteada por todos estos acuerdos que solu-
cionan conflictos colectivos. No se. distingue en el art. 6.°, como se debiera, ti mo-
mento en que el acuerdo tiene lugar, si antes o después de iniciado el proceso ante el
magistrado. En estos casos los efectos de eliminación del conflicto se acompañan por
el de. la terminación del litigio. Dentro de los problemas formales tiene también rele-
vancia el de la forma del pacto, que es claro habrá de ser por escrito. La regulación
de sistemas de conciliación sindical en los conflictos colectivos llenará el amplio vacio
que en el momento tiene la cuestión.

Nada se. dice respecto a los efectos de estos acuerdos, sino que tales procedimientos
•dejarán de sustanciarse;).

Aparte de este efecto Jprocesal-, el acuerdo materialmente tiene el efecto, o mejor
dicho, es un pacto colectivo de trabajo cuanto menos en los conflictos de reglamenta-
ción. Como convenio colectivo su única especialidad consistirá en haberse pactado sin
acudir al complejo sistema de las Normas Sindicales. Por ello le será aplicable en
general la regulación de convenios colectivos tanto en lo que a formalidades se refiere
(por ejemplo, publicación como a su régimen mismo (duración, ámbito, efectos norma-
tivos, etc.).

(36) Al lado de los antes citados, debe señalarse, el significativo ejemplo de Fili-
pinas que en su ley para la Defensa ele. la paz económica de i/'YI-)-; y, ya antes en la
iey de ag-X'36, ha establecido un sistema de regulación obligatoria de los conflictos
de trabajo de una forma estrictamente jurisdiccional (ciir. SCHREGI.li, en I it'ECK-NlPPüR-
liJiY, J.ehrbuch. cit., II, págs. 961-962, y GKUN];.BAU;VÍ-P.AI.LIN y PF.TIT: Les confias ¡
cit., pág. 145). También es este el caso de Portugal (cfr. arts. 50 y 51, Kstatuto do

•?-?.
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conceptuales y políticas .fe ha querido descartar la solución jurisdiccional de
íos conflictos sociales y econámios que implanta un «gobierno cié los jueces».

El razonamiento conceptual parte de la sustancia propia de la jurisdicción
y la naturaleza cíe la actividad procesal. Así se nos dice, en sistemas donde
se contraponen conflictos jurídicos y de reglamentación, que mientras cíue la
jurisdicción consiste en subsumir hechos bajo normas jurídicas según las cua-
les se toman decisiones, en la solución del conflicto colectivo se tiende a un?,
reglamentación jurídica futura según las regias de equidad tomando en cuen-
ta la situación social y económica. No se trata del enfrentamiento de derechos
que se resuelve o.por vías jurídicas» sino de colisión de intereses que sólo
puede resolverse en tina nermactón jurídica, que de no derivar de las partes
sólo puede tener lugar por actos administrativos y no jurisdiccionales (37).
En sistmas más próximos al nuestro el problema se planteó con notable de-
tención llegándose a solucione.; dispares. Sin embargo, las construcciones más
convincentes, partiendo de una debida sistematización del concepto de juris-
dicción, afirmaba la posibilidad conceptual de solución judicial del conflicto
colectivo. Así, el propio Carnelutti niega relevancia a los argumentos proce-
salistas de imposibilidad de solución jurisdiccional, pues el proceso no se reduce
a la función meramente declarativa del juez, ni tampoco a una actuación del
derecho objetivo, sino a una composición justa de la litis (38).

Tales obstáculos sustanciales no deben de admitirse, tanto porque a la
postre las construcciones doctrinales deben flexibilizarse y adaptarse a los
cambios de la realidad jurídica y social, y, por ende, aceptar la ampliación de
la función de la jurisdicción, como, sobre todo, porque en el concepto mismo
de proceso y de. función jurisdiccional no se en.cuentra obstáculo para afirmar
que el nuevo proceso colectivo no sea auténtico proceso. Sino que en última
instancia el proceso consiste en dejar la decisión ele un conflicto a un tercero
especialmente instituido para ello por el ordenamiento y dotado de poderes
específicos para ello (39); será actividad jurisdiccional tanto la encaminada

Trabslho Nacional) y México (DE I.A CUEVA: Derecho mexicano del trabajo, 1* ed.,
México, 1959, t. II, págs. 903 y sigs.).

(37) Así NIPPERDHY, en el Compendio d¿ Derecho del trabajo, cen HuECK, Madrid,
Ed. Rev. Der. Privado, traducción y notas de D E LA VlI.LA y RODRÍGUEZ-PlSÍERO, pará-
grafo 64.

(38) Teoría del regoUtmento, cit., pág. 141. Cfr. D'AGOSTINO: I! processo collettíío
'-•el Uliioro, Padova, iy^3; págs. 167 y sigs., con abundante bibliografía sobre e! tema.

(39) Cfr. GUASP, para el cual el proceso no es < en definitiva más que un instru-
mento de satisfacción de pretensiones». Entendiendo por éstas, pía reclamación for-
"íajiiente dirigida por un miembro de la comunidad frente a otro ante ul órgano



MIGUM. ROÜR]C-U!-7.'PINERO

a solucionar conflictos individuales como k destinada a. solucionar conflictos:
colectivo*. Lo que variará será el alcance del poder de decisión del órgano
jurisdiccional, pues mientras que en el conflicto individual se soluciona un
conflicto que afecta a las partes mismas, y c!a lugar consiguientemente ?. un
mandato individual que afecta a la relación singular entre las partes, en el
conflicto colectivo la solución afecta no meramente a las partas del conflicto,
sino directamente a los componentes de los grupos respectivos, por medio ele
un mandato general y absírato. Esto es una norma jurídica. En ambos casos
se trata del ejercicio de poderes que. el ordenamiento confiere para solucionar
el conflicto, pero mientras que el conflicto individual exige sólo poderes en
la relación singular, en el conflicto colectivo para su solución se requieren
auténticos poderes normativos. Por esc, puede decirse que conflicto individual
es a contrato individual como conflicto colectivo es a convenio colectivo •(•¿oj-

ió. Mayor importancia tienen los razonamientos de Upo político e ideo-
lógico. Todos aquellos sistemas que parten de la libertad de coalición, y la
propia O. I. T., ven con poca simpatía todo procedimiento heterónorr.o de
solucionar con carácter obligatorio y vinculante los conflictos colectivos de
trabajo. Así la Recomendación sobre ¡a conciliación y el arbitraje voluntarios
de i9^i parte decididamente dsl carácter facultativo cíe estos procedimien'
tos (41). De igual modo, el art. 6.°, 3) de la parte II ele la Carta Social Europen
fija el carácter voluntario ele los procedimientos de conciliación y arbitraje (43)-

público específicamente instituido para satisfacerlas. Derecho procesal civil, jS!i¡-.ü::d,
1056; pág. 16.

Puesto que en ia reclamación colectiva se clan las notas jurídica.-- de la pretensión, y
puesto que existe un órgano especialmente instituido para satisfacerla la Ivias;istr:it'.:rc
cíe trabajo • el sistema de solucionar conflictos de trabaja como instrumento de satis-
facción c!e pretensiones es un auténtico proceso.

(40) Cfr. GuiDOTl'I: IV(i;to;¡i: di c>mtrozersia coll. di w.voro. Padova, 193 ¡; y;í¿i'
ginas 7 y sigs.

(41) Vid. art. 876 (K) a (O) Azi Código inferiiacior.al de trabaje, 1951 y ia aiiip.Í£
bibliografía citada a pie de página. Cír. O. í. T . : TAIS negociaciones colectivas. Curie-
bfd, págs. 119 y sigs.

(42) El texto en RODRÍGUEZ-PINERO : Antecedentes, génesis y significado ck- '••'•
Carla Social Europea, en esta REVISTA, 53, pac. 177, donde se señala además cómo ?•'•
carácter voluntario de los procedimientos de conciliación y arbitraje fuá sugestión ce '•'••
Conferencia tripartita convocada por la O. I. T . a petición de! Consejo de jiuropa
(página 147). Vid. sobre la influencia de la labor de ia O. I. T . en la Carla, VALTICC.S :
c.L'influenza delle 'Convcnzicni c delle Raccomendazioni internazionali del lavoro .i'.'.'J-^
Carta Sociale Kuropeaj, en í.« Curta Sociaíe Europeu, pub. colectiva. Roma, 1 ;>'"-'•
páginas 105 y sigs., y allímismo, BAI.ZARINIH la lihe'da sindacale a il dirilto de '•'*•.''i<"
Zidcionc colleítí-vii v.cV.n Certa, Sociale Europea, págs. 165 y sigs., especialmente p in -
nas 176-177.
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En los sistemas inspirados en estos principios, la existencia de órganos de
•conciliación y arbitraje significa una ayuda a las partes para llegar a un
entendimiento por medio de una actividad imparcial mediadora, pero per-
maneciendo siempre en la idea de voluntariedad, de tal manera que el laude
arbitral no pierde esta naturaleza de ayuda al entendimiento, pues vincula en.
cuanto las partes previa o posteriormente lo aceptan, y hacen referencia a su
conteniólo come manifestación de la voluntad propia. La decisión coactiva no
existe o sólo en raras ocasiones a causa de crisis sociales agudas o puestas en
peligro de elementos esenciales de la vida social {43), y esía tan limitada inter-
vención coactiva del Estado se establece a consecuencia de la función sub-
sidiaria de éste en esta materia. De este modo, se afirma en general que «de
ninguna manera puede considerarse admisible que el Estado, por medio de
la composición coactiva, influya en las esferas de salarios y de la economía
a lo que se oponen los principios constitucionales que informan el régimen,
de la economía libre» {44).

Ahora bien, estos obstáculos ideológicos o políticos no pueden predicarse
en nuestro ordenamiento, donde se paite de principios radicalmente opuestos
especialmente por !a intervención directa de! Estado en la fijación cíe sala-
rios y condiciones de trabajo, a través del ¡nonopnlio- normativo en la íijación
cíe condiciones mínimas. La admisión de un proceso colectivo supone así,
en última instancia, una <fdespoíitización.» de la solución del conflicto, al pasar
de manos de los órganos administrativos a la decisión de órganos judiciales.
Por lo que cabe, el nuevo sistema es entre nosotros incluso progresivo y am-
pliativo de la autonomía social, dado el marcado carácter subsidiario que se

(.;•;) Tal es el case, po¡: ejemplo, de l.i regulación tt.síaía! en tiempos tie guerra
(cfr. BESSMNG: «Rapporís coliectirs de. travs.il et déíermination (.'es conditions de travai!
en temps de guerrea, R. í, T. , 46,-1942; págs. 589 y sigs.).

(44) NlPPERDEy, en Compendio, cit., pnrág. 64, I, 3, a).
En general, sin embargo, los obstáculos contra los sistemas cíe solución obligatoria

de los conflictos de trabajo son más de orden práctico que ideológico, pues an la mis-
ma O. I. T . re reconoce, que <el arbitraje obligatorio cíe !o¿ conflictos de trabajo es tan.
compatible con lo; principio.1- democráticos como la instrucción obligatoria o la recau-
dación de impuestos^ {Las negociaciones colectivas, cit., pág. r.12).

Según Dt'KANú, ¡a hostilidad a !a regulación obligatoria, en lo que a la posíre la
solución jurisdiccional i'.onsLsíe, tiene causas prolundr.s: el desligar a ios medios praie-
•sioiiale.s de fijar ellos mismos las condiciones de trabajo. De ahí que la hostilidad ícr,
iná.s acusada cuando la decisión se deja a funcionarios estatales ;: lo que suelen oponerM-
las organizaciones sindicales. Adamas dos empleadores temen el tener que revelar se-
cretes de. sus negocios, de ser obligados a justificar sus actos de. someterse, a decisiones
lius pueden comprometer su autoridad o turbar la marcha de !a vida económica de la
•timpresa. Las prevenciones son aún más vivas en los medios .obreros)- (J-ií ccncüiaíion
e ' : hi meduitiov., cit., págs. 23-24).
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da a la solución jurisdiccional. Además este 'gobierno de ios jueces» resol-
viendo por criterios de equidad y justicia supone una afirmación decidida
del «neutralismo- del Bstado en estos conflictos sociales, y el abandono, en
parte, de meros criterios políticos y de oportunidad para resolverlos —-lo que
redunda en desfavor de la justicia misma y del propio prestigie de la £un-
cien administrativa - y se sustituyen por criterios de equidad (45).

j 7. Aceptada, pues, en principio, y cara al momento actual, la posibili'
dad e incluso' le conveniencia entre nosotros da una solución jurisdiccional ele.
ios conflictos colectivos, no debe dejar de hacerse una reflexión sobre los ór-
ganos encargados de resolver tales conflictos, en concreto la Magistratura del
trabajo. Ya en lo que respecta a los conflictos individuales suele afirmarse por
la doctrina la conveniencia que junto al juez-jurista profesional deben colo-
carse cuanto menos ¡ueces-legos conocedores de la realidad de la vida del
trabajo (46). Un examen del Derecho comparado nos da amplios ejemplos
de este tipo de órganos jurisdiccionales. Y si esto se afirma respecto a les
conflictos individuales, respecto a los colectivos esta estructura compleja cíe
los Tribunales de trabajo es casi unánime, elevándose además les jueces-legos
al rango de representantes paritarios de la categoría de trabajadores y emplea-
dores {47). La misma Recomendación de la O. I. T. citada, respecto a los pro-
cedimientos a que se refiere, dice en su art. 2.<: que todo organismo de este

(45) Vid. sobre oí carácter de «equidad.', de la solución jurisdiccior.il o arbitra: de
los conflictos colectivos, D'Agostino: I! processo collettivo del lavara, cit., pág.s. 119
y siguientes. CARXEI-UTTI: Teo'/íd d.ú regolamento, pág. 24; y más ampliamente lVín-
SOU: LJS rappnrts, cit., págs. 42 y sigs. con abundante bibliografía.

(46) Cfr. por ejemplo, NAPOLETANO: Diritto processuale del lavoro, Roma, 1960;
páginas 120-124. PHTRACCONE: «Sulla riiorma del proceso del lavoro>> en Dir. e. Gwt,
1955; pág. 89, y t.Conclusione e proposte per una rifonna urgente del -jrocesso c.~
lavoro!, en Rii\ Giur. del lav., 1957. II, pág. 205.

(47) Según DURAKD, dos sistemas se oponen sobre la composición de los organismos.
encargados de regular los conflictos colectivos, e.l primero confía la regulación de la
diferencia a funcionarios o a personalidades independientes de. los medios profesionales;
el segundo recurre a los representantes de los trabajadores y de los empleadores. Este
segundo sistema tiene el interés de no hacer intervenir a tercero, y garantiza la com-
petencia dt los que solucionan el conflicto por tratarse de problemas familiares. "N"
obstante, no es cierto que esta fórmula sea la más satisfactoria para la regulación ce
los conflictos de trabajo. Como lo ha observado la O. I. del "1'., a propósito de 1<-'S

países asiáticos, !a fórmula es difícilmente aplicable cuando las prácticas de la negocia-
ción colectivas son recientes y los sindicatos no han tomado todavía un gran desarrollo.
Ks natural que, en tales países, instituciones nombradas por l,i autoridad pública .se;:n
llamadas a regular ¡os conflictos colectivos de trabajo y a establecer buenas relaciones
entre los medios patronales y obreros.) (La conciliutian ei le mediaiian..., cit., pág. 42)'

25



¡•OR.VWUZACION, CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE EN LAS RELACIONES COLECTIVAS DK 7RABAI0

tipo "establecido sobre una base mixta debería comprender una representa'
ción igual de empleadores y de trabajadores)1. Este principio no hace recoger
sino una práctica reiterada en la mayor parte de sistemas, y que tiene ante-
cedentes reiterados incluso en nuestro propio Derecho (48).

Al contrario, el sistema qua se. instaura prevé la solución del conflicto co-
ectivo por un juez único profesional del Derecho. Cabe preguntarse si

nuestros actuales órganos jurisdiccionales de trabajo tendrán la formación prc-
rsrsionnl técnica, para resolver da acuerdo a reglas cíe equidad y no de Derecho,
especialmente para tener en cuenta la complejidad de. problemas económico'
sociales y técnicos, que cuidadosamente han de ser examinados en una recta
solución de un conflicto colectivo y llevar a cabo la redacción de una norma-
cien de. condiciones de trabajo. Aún más debe esto plantearse cuando no
existe en principio la posibilidad de un?, elección del órgano o arbitro deci'
serio por las partes mismas del conflicto? ya que esto, previsto en otros
sistemas, daría entrada al posible conocimiento del conflicto por personas con
especiales conocimientos técnicos y profesionales y prestigio personal (49).

La nueva medida debería venir acompañada posiblemente de una re-

(J.8) Cfr. ley de 19 ele mayo de 1908, art. 3.0, 12 y 27, de la ley de 23 de julio
de 1912 de. Tribunales Industriales recogido en sustancia en el libro IV, llamado Código
de.', trabajo de 1926; Decrete de aé'XI-26 sobre Comités Paritarios; ley de 27 de no-
viembre de 1931 sobre Jurados Mixtos (arts. 39, 40 y 41), art. 13, Rcg. 23-VI-32 en
íaiicación ¡ey 13-V-32, y ley de bases de. 16 de julio de 1935 (Vid. E.STA-líLLA y ARAN:
E! fracaso de los Jurados mixtos, Madrid, 1935; págs. 123 y sigs. Por cierto que conciU'
yen afirmando la necesidad del intervencionismo estatal i¿ incluso arbitraje por el
Ministerio de Trabajo, págs. 330 y sigs.).

(••«>) La libertad de elección del arbitro en los conflictos colectivos es típica en los
sistemas anglosajones. Según KAHN-FRKUND tThcre is, by virtue nct so much oí the
lav/s as of administrativa practice, a división of funclions: tho iull-time ofíicials of
ihc Ministry concíllate, buí nrbilration is left to oul.-iders in whom both pariie.s have
conftdence» (en The system, cit., pág. 90). Los problemas de. la necesidad de no meros
juristas sino economistas, técnicos y personalidades pertenecientes a los medies profe-
sionales es puesta de relieve por DUKANR que alude al prejuicio de los medios obreros
<ontra lo jueces, porque aunque sean honestos y de espíritu independiante — se.gún
•os sindicatos— no pueden liberarse de la manera de pensar de las clases sociales a que
pertenecen» (IM coficiliiítíop. el la mediution, cit., pág. 45, pág. 19 y pág. 46 y sigs.).
f-í'r., en un plano diferente, JAEGIÍR: ;<,Gli arbitrati dei consuler.ti tecnici», Mag. \av.,
J-9-\-1; pág. 771.

Que genéricamente los órganos judiciales deben tener conocimientos de ciencias so-
cisies no jurídicas, es señalado hoy en la doctrina procesa!. Vid. BAITAGI.INI : ;:Compo-
« ¡one degli organi giudiziari c preparazioni dei giudizi», Dir. ce, 105=;; pág. 814.
•"•"-KRl: «Spcciaiizzacioni; e formazione professionale de.i giudici¡. ibíd., pág. 1.212; y
£!fi IVlATilA: I La specializzazione dei giucüci con riguarde ai problemi ecor.omici>>
' - - i - , pag. 657.
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novación y nueva estructuración de nuestras Magistraturas de Trabajo, ai
menos en lo que a coniílictos colectivos se refiere, o, en todo caso, no esíana.
de más que se procurase a nuestros Magistrados de trabajo una asistencia,
técnica y íormativa que le preparara para las nuevas y trascendentales ta-
reas que se les encomiendan desde ahora.

V. EL PROCESO COLECTIVO DE TRABAJO

I 8. Lo característico del conflicto colectivo es, según se ha visto, el
afectar a un interés colectivo. El interés colectivo constituye no una suma
de intereses individuales, sino un interés autónomo, constituido por la £n-
sión ele intereses individuales semejantes. Del interés colectivo participan
comunitariamente los grupos o categorías profesionales, pero los componen--
tes singulares de éstas (trabajadores o, en su caso, empleadores) no puedan
ser sujetos directos de tules intereses, ni per ello ser parte formalmente ele
tales conflictos. El interés colectivo, por ser de la categoría, es abstracto y
«típico», no variando en la contingencia de cambios personales y subjet;--
vos. Si los individuos, singular o pluralmente, no pueden ser titulares di'
rectos del interés colectivo, y la categoría carece de personalidad jurídica,
es necesario atribuir tal interés a un sujeto. Esto es lo que hace h. llamada
representación profesional, medio de actuación de la autonomía social Í50)*
Y esta representación profesional, vutebdora del interés colectivo, es la paró-
te clel conflicto colectivo y traslativamente del proceso colectivo (yi).

i9. La nueva regulación no prevé expresamente el problema de .:?.t

(50) Que las partss de ios conflictos colectivos san las representaciones profesional".-'
y no, en ningún C;ÍÍO, los trabajadores individuales —aunque sí los empleadores-- •'-
reconoce unánimemente en la doctrina. Vid. por Lodos, NiPPERDBY: Co',r,p¿ndio. cit.i
párrafo 04, II, F), que aiirma sólo pueden ser partes del ronilicta y del precednrneiitc.
arbitral las que lo pueden ser de. un pacto colectivo, o sea, sólo las partes con capack'iaa
de convenir o realizar partos de empresa, ;sto es, las representaciones proíesions^'S.
Scbre el concepto de representación procesional, vid. ALOWSO GARCÍA: J.U "¿prasciítcíLtO''
siwiict'X. en esta REVISTA, ni'un. 40, y RODRÍCÍUEZ-PIÑURO : l.u relación colectiva, át., ?'•'••
gina 11 y sigs, con bibüog.

(51) Según GUASI', "parte es quien pretende y frente a quien se pretende, o rn.".c

ampliamente, quien reclama y frente, a quien se reclama la satisfacción de una preterí'
sitan», Derecho procesal chil, cit:., pág. 183. La parte en el proceso colectivo es qt::en
pretende. t>n el conllicto, que. no puede ser sino la representación profesional pe*:' !^c

razones antedichas. Cir. PEKGOLÍÍSI : Dirilhi processiiale del lavovo, Roma, ig-\9t "*
página 286.
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partes del conflicto, quizá porque está suficientemente claro en la regula.'
ción contenida en la L. C. C. S. Según su artículo ó.", se reconoce capacidad
para convenir «en nombre de los empresarios y trabajadores» a sus «repre*
saltaciones profesionales, según el ámbito del convenio», salvo el caso de
convenio de empresa, en la que el empleador personalmente será parte del
mismo. El precepto citado se lim.it?. « los efectos del otorgamiento del opoiv
tuno convenio», y por ello podría afirmarse que no cabe darle más alcance
•que el previsto. Sin embargo, tal referencia no significa limitación de la ca-
pacidad convencional, sino simplemente que el supuesto regulado por el
legislador es quiénes son las partes con capacidad para la pactación del con.'
venio, Nc se quiere limitar el contenido de la capacidad de las representa'
cienes profesionales a pactar sólo convenios colectivos, pues la propia Ley de
Convenios colectivos sindicales le otorga mayor ámbito {52.}.

Que la capacidad de los representaciones profesionales no se umita sólo
al campo de pactar convenios colectivos, y alcanza, al contrario, a la actúa'
ción de Ja autonomía soml, le- pone de relieve Ja doctrina comparada ?.i
•afirmar que la capacidad convencional comprende ia •capacidad de ser parte
ele los conflictos colectivos {53),

También entre, nosotros debe hacerse esta afirmación. La mención del
artículo 2,", 1) a «(partes interesadas» del convenio, y de los artículos 3. , 4."
y 7.' a las partes parece confirmarlo. No obstante, el artículo ¿u". i) habla
de «representantes de ambas partes», como pareciendo indicar que las ce.'
presentaciones no son las auténticas partes, sino sus representantes, Pero el
número 2 del propio artículo se aparta de tal inexactitud terminológica al
hablar simplemente de partes. El precepto citado es, además, una '''norma
neutra), que recoge el contenido de la L. C. C. y de la Ley de inspección
de trabajo de 21 de julio cíe i9fa {art. •$.", IV, d), por ¡o que. no tiene más
alcance que estas regulaciones. La referencia a '.ambas partes;: debe aludir
a la estructura dual del conflicto y nc se refiere lógicamente a la atribución
del carácter formal, de parte en el proceso colectivo de las categorías o gni'

(5^) Como, por ejemplo, impugnar resoluciones autoridad laboral aprobando o
desaprobando un convenio (art. 23, i), Reglamento) y art. 14, 2), de !a ley; petición
interpretación «auténtica!-, art, 26, 1." del Reglamento, etc.

(53/ Que. la capacidad convencional alcanza más alia de negociar y pactar convenios
colectivos se acepta unánimemente en la doctrina. Vid., por todos. NlKisCH: Ar-
beitsrecht, cit., t. II, págs. 236 y sigs.

Según D'AGOSTINO a la capacidad jurídica de las asociaciones profesionales recono'
c;das de provocar la formación del convenio colectivo de trabajo cía riscontro quella per
»a formazione giudmaria della regolamentazione dello stesso rapporto;> (II processo coV.eíti-
'••o del lavoro, cit., pág. 62).
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pos ele trabajadores. En la estructura cíel ccnliicto y del proceso colectivo,.
la representación profesional correspondiente es la parte en sentido formal,
aciv.ando por sí y en nombre propio, pero tutela intereses de los terceros
miembros de la categoría {54).

20, Si es consecuencia de la capacidad de representación profesional,
la capacidad procesal de ser parte en los procesos colectivos se aplicarán a la
misma los principios de la selección de las representaciones profesionales que
son parte en el convenio colectivo concreto. Esto quiere decir que serán
partes legitimada? para actuar en el proceso colectivo concreto, ias repre-
sentaciones profesionales en el seno ele la Organización Sindical, según el
ámbito dei conflicto. En consecuencia se excluye:

1) La actuación, individual de los trabajadores tdsludos o como grupo
pliiri'individual. Precisamente por ello debe criticarse la referencia que el
artículo i.°, 2), d) hace al actual artículo 10 del T. R. P. L. Este precepto
prevé el case; del conflicto plurisubjetivo, y por razones de economía proce-
sal prescribe un representante único, pero representante de cada una de las
voluntades singulares, aj contrario de la representación procesal. Ciaro está
que la falta cíe personalidad jurídica única que aún tienen las representa-
ciones profesionales hace que éstas, la mayor parte de las veces, sean com-
plejas y pluripersonales, y entonces es explicable y necesaria la designación
de un representante procesal único que intervenga en el proceso. Pero cabe
preguntarse, primeramente, si esta representación única no deberá ser elegida
libremente por los componentes ele la parte misma, sin necesidad, en ge-
neral, del procedimiento del artículo 10, y si, además, no podría salvarse.
tai pluralidad por algo similar como a la Comisión negociadora existente en
los convenios colectivo?. En todo caso, la postulación procesal en este tipo
de conflictos resolvería ele por sí el problema de la estructura compleja de
la composición de las partes (55).

2) Los grupos o representaciones '.'informales,- por fuera de los cauces-

(54) O sea la •• Verb.ancislheorie" —aplicada en lo que a los conflictos se refiere--"
trente a la tVertretungsthcorie.i que afirmaba la actuación en nombre de les mitin!'1-05'
o interesados (cír. NlKlscn: Árbeitsrechi, cir. II, págs. ^.77-278; KlPPF.RDEY: L>'h~'
buch, <út., páy. -313). La .separación entre el (titular del interés» y el «titular de Ia

voluntad.) y la repercusión de la actuación de la voluntad en los titulares del interés
fue puesta de relieve en la doctrina corporativa italiana. Cfr. CHIAKKLLI : La f'erso-
tutlith giuriáica dalle associu^jom profcssinnaU, ¿tí.., pág. 348.

(55). Sobre la postulación procesal en nuestros procesos de. trabajo, vid. Al-ONSC
Oí.EA: ¡(Sobre la representación procesal en los juicios ante la Magistratura de Trabajas
R. D. 7"., 32, 1950; pág.s. ?.i y sigs.
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formales -que fija la Organización Sindica!. Son los representantes en ei sene
ele ésta, por su carácter cíe unidad y exclusividad, los que tienen el monopo-
lio de la intervención como partes en los litigios colectivos.

•2¡. En cnanto a la selección concreta de las representaciones con legi-
timación, para actuar e intervenir en el conflicto en cuestión se aplica, como
acaba da decirse, idénticas reglas que en la elección de las partes en el con-
venio colectivo. ÍIs decir, según los siguientes principios:

a) iicpreseniaitvidtid.— No pueden intervenir como partes sino
las representaciones, excluyéndose, por tanto, los órganos políiicos
burocráticos o de mando de. la Organización Sindical.

h) I.iinj.-'ierj!.—Se respeta estrictamente la bilateralidad del con'
flkto- de manera que por cada lado, empresarial y de trabajadores,
!as partes deben contener exclusivamente representaciones de ese lado,
sin intervención de ios del otro. Ül ejemplo más típico es el cleí
Jurado de Límpresa, q:ie en el caso de que intervenga como parte
en un conflicto de empresa intervienen solamente los vocales-repre-
sentantes de les trabajadores.

c) Especialidad.—Debe intervenir la representación, más cercana
n los intereses en colisión en el conflicto, pues se piensa que ello
está más concorde con la efectiva tutela de esos intereses. Ello, en
concreto, significa que la existencia ds representación más específica
elimina la más genérica (la existencia del subgrupo elimina al grupo),
que el representante territorial inferior tiene prioridad sobre el repre-
sentante territorial más amplio {la representación local elimina la re-
presentación provincial) (50).

No queda claro si es aplicable, además, un principio específicamente fija-
do en la regulación de los convenios colectivos, y es el de que las represen-
taciones profesionales tienen que adaptarse a las unidades apropiadas de
pactación rígidamente fijadas por el legislador al tipificar los posibles ámbi-
tos de los convenios. Nada se dice en el Decreto, y puede pensarse tanto que,
puesto que tedo conflicto colectivo se resuelve en una norma colectiva, rige

(56) Estos principios, que no están expresamente tipificados en nuestra legislación
'ta convenios, se deducen fácilmente del art. 6.!> L. C. C. S., ose reconoce capacidad
para convenir en nombre, de empresarios y trabajadores (limpieza) a sus correspondien-
tes representaciones arofesionales (re.prese.ntatividad)... según el ámbito del convenio
(especialidad)*. La aplicación de estos principios da el esquema fijado en el art. 1." de.
'as Normas Sindicales.



MIGUEL RODKIGUEZ-PINERO

si principio de unidades apropiadas rígidas, o, por el centrarlo, que al no
haberse especificado nada, será en torno a la representación profesional como
se delimitarán los límites del conflicto. El problema está faite de solución.
Sólo cabe decir que en los conflictos derivados de interpretación, negociación
o revisión de convenios colectivos,, sí que regirá el principio cíe la adaptación
de la representación profesional a la unidad apropiada (57).

2¿. tíl proceso colectivo, en al que tiene cauce jurisdiccional el cor.'
flicto colectivo, tiene una estructura similar a la ele cualquier proceso {58).
Ahora bien t la nueva regulación fija principios peculiares que paiten cíe una
excesiva desconfianza de las representaciones profesionales y ele un desrns--
dido intervencionismo del Estado1, c¡ue hacen -que la acción colectiva (como
derecho de obtener del órgano judicial la solución del conflicto}, no pueda
ser ejercitada directamente por las partes interesadas, El artículo i.°, 2 c)
riel Decreto establece que la iniciación del proceso será siempre de oficio,
mediante comunicación de la Delegación de Trabajo a la Magistratura en la
forma prevista por los artículos 119-122 del T. R. P. L.

Corno es bien sabido, ia Sección quinta del título segundo del libro se--
gundo regula la institución tradicional en nuestro Derecho del llamado «pro-
cedimienío de oficio», que tiene lugar siempre en casos ele infracción en
perjuicio del trabajador de normas laborales. La función del árgano admi-
nistrativo en estos casos se asemeja considerablemente a la del Ministerio
público al velar por la aplicación del ordenamiento; pero tiene un especial
matiz tutelador o protector en favor de los trabajadores, y tomado en cuenta
su más bajo nivel social y cultural. Hay, cabría decir, un ejercicio de dere'
chos de otro, en razón ele los límites que éste puede tener, ya sea por igno'
rancia, temor o represalias, etc., para ejercitar de por sí la acción (59).

Esta función eminentemente tuteladom y «partidista» en favor del tra.'
bajador, del procedimiento de oficio, mal puede cuadrar con el conflicto
colectivo, pues en la relación colectiva de trabajo, al colocarse ambas partes
al mismo nivel, desaparece sustancialmente el trato de favor al trabajador (60).

(57) Sobre este, problema de adaptación a las unidades ríe pactación <ie las repre-
sentaciones profesionales, vid. RoDRÍGUUz-PrÑF.RO: «El convenio colectivo plural». Arte'
las Un. Sevilla, 1959.

(58) Cfr. CARNEI.UTIÍ : «La funzione del processo de lavoro», Riz. Thr. pr. Civ.,
1930, I, págs. 109 y sigs.; JAEGHR: Diritio corporativo, cit., págs. 303 y sigs.

(59) Vid. sobre las demandas de oficio, por todos, HERNÁINZ: «Problemas inf.rín'
secos de las demandas de oficio», en C. p . 5. , 32; págs. 7 y sigs.

(60) Que la posición del Estado es «neutra» en el plano de las relaciones colectivas
es un principio jurídicamente admitido. Cfr. SlTZLKR: «Soziaie Selbstverwaltung ira
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Hl '.neutralismo;.' que el Estado adopta en la solución cié ios conflictos co-
lectivos difícilmente concuerda con la regulación contenida en ios artícu-
los I I 9 y siguientes, que exige !a existencia de un incumplimiento de nor-
mas laborales, su conocimiento por los órganos de la Inspección de Trabajo,
la correspondiente acta de infracción, y en base a la misma, la oportuna co-
municación a la Magistratura, continuándose el procedimiento con algunas
especialidades (mnecesidad asistencia trabajador-actor, sólo conciliación ante
Magistratura o Inspección, presunción de veracidad del acta, ejecución de
oficio). La remisión que hace el Decreto se refiere expresamente sólo a
la cotn-nmcación sustitutiva de la demanda. Pero tal comunicación, según se
regula ?.u el citado precepto, es comunicación ele un acta de infracción pro-
ducida por la actuación de la Inspección de Trabajo, que requiere tan sólo
la consignación de los datos exigidos para las demandas, y cuyos defectos
formales pueden ser subsanados a requerimientos del órgano jurisdiccional.
En el caso de los conflictos colectivos, tal tipo de acta de infracción será la
mayor parte de las veces imposible. Además, aunque hay una actividad con-
ciliatoria previa, en que intervienen ¡as partes, no parece, en general, jus-
tificable ia iniciación de un proceso de tan considerable importancia de efec-
tos sin requerirse formalmente la voluntad de una parte (61).

Se habla en el art. u 9 de Delegaciones de Trabajo, partiendo de la locar
lización en un punto concreto propio del conflicto individual. También de
este principio parten las reglas de competencia territorial en base a estructura
provincial de las Magistraturas de Trabajo (62). por ello es utiJizable corno

•demokratische Staati, So¿. Forischrift, 1952: págs. 73 y .sigs. GALPEKIN: :.Der Stand
des kollektiven und offentlichen arbeitsrechtM, Dtuisch. JuristenZeitug, 1950; pág. 48.
FncHNER- «Sozialcr Rechlsstaat und Arbeitsrecht», Rechi der Arbtit-, 1955; págs. 101
y siguientes; y «Freiheit und Zwang iir. Sozialer Rechtsstaau, Recht und Sitial, cua-
derno 174.

(01) En efecto, cen arreglo al nuevo sistema e.s formalmente posible que aún con
"posición de las partes, tenga lugar la iniciación áe un proceso colectivo, y ello no es
aceptable porque faltan las razones tuitutivas que en el plano de las relaciones indivi-
duales iustifican las «demandas de oficio». En las relaciones colectivas bien está que se
establezca, la obligación de acudir a los procedimientos de solución y regulación de los
conflictos como momento previo o como evitación de actuaciones colectivas en forma de
huelga, cierre, etc., y por ello sancionar en caso de tales actos sin acudir a diches proce-
dimientos como actos ilícitos (vid. sobre estos sistemas de considerar corno falta el no
acudir a k-,s procedimientos de «regulación pacífica), DURAND: Ld conctliaiion ei la f»e-
Ouition, cit., pág. 22). LD que no parece, aceptable, al contrario, es que sin rotura da
':l p'iz laboral, sólo porque se haya formalizado una situación de desacuerdo de las
'-''-presentaciones profesionales, la autoridad administrativa pueda cíe por sí dar juicio
a -ni proceso de. trabajo.

í1-1?} Cfr. ALONSO OLEA : La materia contenciosa laboral, cit., págs. 143 y sigs.
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ámbito de competencia el marco provincial. Esto no sucede siempre en los
conflictos colectivos, pues es pensable un conflicto colectivo interprovinciaí.
como en el mismo arí. 2..", uno y tres expresamente se reconoce. Se menciona.
en el número dos del mismo artículo la intervención de la «autoridad laboral
que haya aprobado el convenio/., que será la Dirección general de Ordenación
de Trabajo en el caso de conflicto interprovincial. Si esta Dirección general ha
de intervenir en los conflictos colectivos interprovinciales, mal cuadra esta
intervención con la comunicación de las Delegaciones cíe Trabajo a que alude
el citado art. 119 T. R. P. L. La solución puede tenerse por la aplicación ana-
lógica •- siempre que no se piense en la necesidad de una actuación previa ae
la inspección- - de manera que la comunicación puede provenir lo mismo
del órgano administrativo laboral provincial corno de la Dirección general-

Problema insoluble en este último caso es de cuál sea el órgano jurisdic-
cional con competencia para el conocimiento de un conflicto que afecta a
un ámbito interprovinciaí; es decir, a cuál Magistratura habrá de dirigirse
la Dirección general para comunicar la iniciación del proceso. Dado que el
Tribunal central no tiene conocimiento de instancia, habrá de ser una Ma-
gistratura provincial, cuya elección no es posible con los meros elementos que
da el T. R. P. L. Por eso es necesario que el nuevo texto refundido, que el
artículo 8.c del Decreto anuncia, regule este problema, mediante la creación
quizá de un órgano jurisdiccional específico para el conocimiento de estos con-
flictos interprovmciales (63).

23. En sustancia, lo que el Decreto ha querido, al referirse tan impre-
cisamente al procedimiento de oficio, es vedar a las partes el acudir libre y
directamente al organismo jurisdiccional. O lo que es lo mismo condicionar la
pretensión colectiva en su ejercicio a una aprobación discrecional del órgano
administrativo. Elio se comprueba examinando analógicamente el contexto-
del Decreto. El art. 2." en su apartado dos, establece que ía autoridad laboral
en el caso de conflictos de interpretación de convenios colectivos puede, o
decidir directamente el conflicto o bien iniciar el proceso de trabajo mediante;
comunicación ele oficio. Pero esta actuación administrativa tiene lugar tras
que las partes sometan sus diferencias a tal autoridad. Más claramente el ar-
tículo ?..'n habla de tal actuación jurisdiccional «de oficio o a instancia de una
de las partes». No existe, pues, un desconocimiento absoluto de la autonomía
colectiva, se tiene en cuenta la actuación de las partes. Se quiere evitar solc*
la directa actuación de las partes ante la jurisdicción para lo que se exige

(63) Cfr. para el ejemplo francés, LCCHAIRF. : La Cour Supurieurc d'
(thésc). Caen, 1043.
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en todo caso la decisión del órgano administrativo. Esta idea hubiera sido
mejor estructurada mediante el mecanismo de la simple autorización y no en.
ia comunicación en forma de demanda.

fiste excesivo intervencionismo administrativo que deja a la Delegación
de trabajo, o en su caso, a la Dirección general, tanto la decisión de si tendrá
lugar o no el proceso, como- el acto mismo de iniciar el proceso y lijar las
pretensiones que en el mismo se deducen, es sumamente criticable por suponer
una inseguridad en la solución y unas trabas a la autonomía social que carecen
de fundamento conceptual alguno.

O se piensa que la solución jurisdiccional es el sistema óptimo y más
equitativo para la solución por decisión heterónorna de los conflictos colec-
tivos ele trabajo, y, establecerse para todos ellos, o debe excluirse el sistema.,
.uo que no parece lógico ni conforme a un auténtico Estado de derecho es
dejar en todo caso a la decisión ele un órgano administrativo de carácter muy
politizado el que un conflicto sea resuelto por un propio «laudoo* o se trans-
fiera a la autoridad judicial. La única garantía -que resta es que en todo caso
el conflicto formalizado debe quedar resuelto, lo que no deja de ser un
notable progreso

24. Por estos poderosos límites para las partes en la iniciación clel proceso
colectivo, en et que éstas pueden intervenir sm querer {caso de proceso ce
oficio por iniciativa «ele oficio;.)) y a k vez querer intervenir sin poder {porque
la autoridad labora! quiera resolverlo directamente pese a la petición de una
o arabas partes de acudir a la jurisdicción) hace difícil poder hablar, como se
hizo en otros sistemas (65), de una acción colectiva como derecho de obtener
del juez la sentencia colectiva» o cuando menos de una pretensión procesal
cemo declaración de voluntad por el que se solicite de ia Magistratura de
Trabajo la emisión de la sentencia colectiva y frente a la otra parte (66). Pese
a esta dificultad la propia estructura del conflicto colectivo indica la posi-

(64) Hasta ahora no era así al dejarse a discreción de la autoridad laboral el resol»
ver o no el conflicto (cfr. srt. 10 L. C. C. .S.), aunque en el caso de que no se resol-
viera había de razonarse (art.s. 13 y 16, 4) del 'Reglamento).

(65) ;<E1 poder reconocido a las asociaciones de tutelar en juicio el interés de las
respectivas categorías a la formación de una disciplina particularmente favorable de las
relaciones laborales, no es sino una manifestación propia del proceso y por tanto tonf:-
Surable como una acción (colectiva), del poder general más amplio de determinar y
desenvolver el interés de la categoría profesional* (JAF.GER: Diriito corporativo, cit., pá-
gina 301).

(66) Cfr. GUASP: Derecho procesal civil, cit.. págs. 227 y sigs.; CARNEI.UTTI :
¿soria del regolamento, cit., pág. 141.
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biliciaci ele pretensiones y oposiciones correlativas que se exteriorizarán KII
el marco de la ('audiencia oral» de las partes que habrá de realizar el Magis-
trado, aunque una demanda en el sentido procesal de acto de parte de ini-
ciación del proceso y de fijación inicial de la pretensión no Venga lugar posi-
blemente. Un problema bien interesante será el de en qué medida vinculará
el contenido de la comunicación del órgano administrativo fijando el objeto
del conflicto* al contenido del proceso.

-Í> Si la conciliación tiene, en los conflictos individuales, especialmente
en los de trabajo, una significación considerable, mucho más habrá de tenerla
en los conflictos colectivos, en cuya solución rige, tu todo case, por tratarse
generalmente de discusión de regulaciones por crear, la idea de la prioridad
de la autocomposición, de tal manera que la función de solventar por un ter-
cero estos conflictos parece corno una función en extremo sustitutivd y siibsi'
duirid. El art. 6.a, ya comentado, del Decreto, recoge el principio con sensibles
limitaciones.

Idénticas ideas de la. primacía de la solución contractual sobre la judicial
inspiran al establecimiento de sistemas escalonados de conciliación, algo di-
versos a los existentes en los conflictos individuales. Es decir que sólo en el
caso de que resulten fallíaos tanto el «intento sindical de conciliación o me-
diación» así como el tenido lugar ante el propio Delegado de trabajo (o Di-
rección general en su caso), aparte ele las funciones genéricas y exíraprocesaies
de mediación y avenencia que a la Inspección de Trabajo («de oficio o a
instancia de cualquiera de las partes-?} podrá tener lugar la iniciación en su
caso del proceso de trabajo. Y esta conciliación obligatoria no deja de tener
influjo en el propio proceso pues aparte de hacerse requisito su intento se
prevé un «informe sobre su gestión mediadora».

La dualidad de conciliaciones prevista en el art. i.':>, 2, c), se hace única
y precisamente en el plano sindical, en los casos de «situación colectiva de
conflicto» regulados en los arts. 2." y sigs, del Decreto. En estos casos compete
a la Inspección de Trabajo, pero como función propia y no como presupuesto
o requisito de la actuación procesal, ejercer funciones de mediación y ave-
nencia «tratando de obtener el correspondiente acuerdo de solución» (artícu-
lo 4.«, 1) (67).

(tí~) I'a función sustantiva y subsidiaria del proceso de trabajo, ha sido ya seña-
íada incluso en el plano de les conflictos individuales, al subrayarse la importancia
práctica de la conciliación escalonada, vid. TORRES OROZCO: La conciliación sindica..
.'_•!! prensa.

Las nuevas funciones de la Inspección de Trabajo están en contraste con ías regla*
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26. Ei desarrollo del proceso colectivo es regulado muy brevemente en
ei Decreto, que señala que »el procedimiento será sumario, con audiencia oral
de ambas partes > (art. 1. , 2, e). El nuevo T. R. P. 3.. habrá de recular con la
necesaria detención ios agudos problemas procesales que habrá ae presentar
el proceso colectivo (68).

Quizá la cuestión más delicada sea la de la ¡-rucha, puesto que en !os casos
de conflicto de reglamentación los elementos que han de tomarse en cuenta
para la solución equitativa del conflicto son eminentemente técnicos y eco-
nómicos, cjue requieren un exquisito tacto para comprender exactamente la
situación económica de la empresa o sectores afectados, la. comparación con
condiciones de trabaje de otros sectores, etc., y si ya en el T. R. P. Lo esta-
blece un amplio poder inquisitivo de la Magistratura no bastan tales previ-
siones y es necesario fijar una especial regulación, en especial de la prueba
per documentos, pericial y, sobre todo, la cuestión de la prueba testifical ce

fijadas por la O. I. T . (cfr. art. 880, z) y nota bibliográfica en el Código internr.cioivií
de trabaje), hasta i'.l punto de que la recomendación do 1947 sabré la Inspección óe
trabaje, en su art. "].'•' preceptúa que '.as funciones de los inspectores de. 'trabajo <r.o
deberían comprender la función de -ciliar en calidad ce conciliadores o de arbitros
en las diferencias de trabajo.. Sin embargo, no faltan en el Derecho comparado mar.i-
f&stacioncs de intervención de ¡a inspección de. trabajo, c. incluso so elogia tai posi-
bilidad : '. El mantenr.niento de la paz social en el interior de las Empresas ha devenid:)
una función importante de. k>;; inspectores, que actúan no íóle ai lado ríe los ir.lcre-
s.idos cuando una huelga sobreviene, sino especialmente teniendo un estrecho ccniaCo
con las Empresas en las eme las relaciones entre patronos y asalariados no son EUL!-
cientemente buenas, evitando 1 menudo que. una ligera dificultad degenere en una
diferencia colectiva. Por otro lado, al provocar conversaciones entre patronos y traba-
jadores, el servicio líiejora sus relaciones y crea un elimo favorable a la puesta en apji-
cación de las leyes sedales;' (DliCOUST: <•!..'evohition du role di- l'inspection du travaib,
í5f«¿¿ Social, 1946; pág. i.'.o). Sobre ia actitud internacional sobre el problema, vid. ar-
tículo (304, nota 57 C. I. T., y IX'RAND: ha concihation el la vwdiatimi, cit., págs. ",z
>' siguientes. l!n general sobre la inspección. SAN MIGUEL: La inspección de trabají'-
Wadrid, 195?..

('jSj Se lu'.bla tn el Decreto de > auciiencia oral->, repmendo ia exr>re.i;:ón aue a
'fcgislacu'.n cíe convenios colectivos confiere rr.sjip.cio al jiroccdimienío administrativo para
¡a interpretación tic aquéllos (art. ?/> del Reglamento). La expresión parece en principio
e"t:iuir propiamente un juicio oral en el sentido de momento en que .se producen tanto
-as pretensiones, y su oposición, como las respectivas alegaciones y pruebas. Sm em-
"argo, lo más probable es que con la expresión (audiencia ora!::' se. aluda a ios cspeciajes
caracteres de.l litigio, y a los términos y contenido de. las alegaciones de las partes,
Que tienen que ser bien diversas en los procesos en ¡os que lo que se discute KS
s°:jre la interpretación o aplicación del Derecho.
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trabajadores sobre asuntos .internos o reservados de la empresa, y el valor
jurídico de las declaraciones de componentes de la parte (sí y cuando puede
considerarse como confesión), etc. (69).

27. El proceso concluye, según el art. i.v, 2 e), mediante .'decisión\> del
Magistrado. Esto será en los casos «normales;) en que tenga lugar la decisión
del proceso mediante sentencia, pero' no debe entenderse tal precepto en el
sentido de que excluya formas de terminación anormal (o extinción) del pro-
ceso, que ya el art. 6." del Decreto regula en lo referente a la transacción o
acuerde, lijando el singular principio de que no es la autoridad judicial, sino
la administrativa la que. tiene que aprobarlo.

No queda claro si caben otras formas de terminación anormal (renuncia,
allanamiento o desistimiento) y si la referencia a la decisión del Magistrado
como conclusión quiere eliminar éstas. El escaso margen dejado a la autonomía
de las partes en el proceso colectivo iniciado siempre de oficio, puede ser
razón convincente para excluir la terminación anormal del proceso por vO'
Juntad de una sola parte. Sin embargo, lo más razonable es la solución con-
traria de que sean posibles todos los supuestos de terminación anormal, pues
en el plano de lo colectivo la función tuteladora y protectora tiene menos futí'
damento, y las representaciones profesionales tienen que tener flexibilidad y
autonomía suficientes, cuanto menos si no para iniciar el proceso, sí para llegar
a un acuerdo en el curso del mismo, y la renuncia, o el desistirse de la prS'
tensión o el allanarse a ella es, en sustancia, una forma de acuerdo en el
sentido de que elimina la situación de desacuerdo en que el conflicto con.'
siste {70).

{69) Si ya en el proceso individual presenta la prueba interesantes problemas
(Cfr. AMÍLCAR BAÑOS : ÍM, apreciación da la prueba en el proceso laboral, Buenos Aires,
1954, y entre nosotros, RIAZA BALLESTEROS: Criterios típicos de la jurisprudencia I*-
boral, Madrid, 1954; págs. 59 y sigs.). En le que al proceso colectivo la cuestión es
singularísima. Vid. CARNI'.LUTTI: Teoría del regolamenlo, cit., págs. 148-152; SF.RMONTI:
II diriito sindacale italiano, II, Roma, 1929, pág. 421; COSTA-MAGNA: Diritto corponi'
tiro, cit., pág. 441; PliRGOLliSl: Diritto proces. lav., cit., pág. 3:14, D B LÍTALA: Derecho
procesal del trabajo, Buenos Aires, 1949 (trac!, de la 2.a ecí. italiana de 1933), I, pís1 '
ñas 184 y sigs.

(70) C"fr. BAYÓN: Aspectos, cit., págs. 830 y sigs. Sobre las diversas formas ele ctef
minación, anormal del procesos, vid. GUASP: Derecho procesal civil, cit., págs. 5"7
y siguientes.

La doctrina italiana, aplicando los principios de! Derecho común, afirmaba también
la posibilidad de terminación anormal, aunque para ellos el problema estaba más claro
al no existir una tan radical intervención administrativa (vid., por ejemplo, DE LÍTALA:
Derecho procesal, cit. I, pág. 213); LORIGA: La composiziona dalle controversie coV.eti-'
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Vi. LA SENTENCIA COLECTIVA DE TRABAJO

28. La forma normal de terminación del proceso colectivo de trabajo será
la. decisión del conflicto por el Magistrado a través de la correspondiente sen-
¿encía. Pese a la considerable especialidad que tiene la sentencia resolutoria
de conflicto colectivo —la llamada sentencia colectiva— el Decreto no la
regula, estableciendo tan sólo su ejecutoriedad inmediata y posible reciirri-
iiüidacl. Cualquier examen de la bibliografía comparada servirá de índice para
comprobar la peculiaridad de naturaleza y contenido que tiene la decisión,
sea del órgano que sea, que soluciona o resuelve un conflicto colectivo {71).

Por de pronto debe afirmarse que aun cuando la sentencia colectiva se
dirige a las partes, su contenido no es un acto singular - -como ss común a
la actividad jurisdiccional, sino un mandato general y abstracto que vincula
directamente a todos los componentes de la categoría—. De ahí que la forma
normal de toda sentencia no se adecué clel todo al contenido propio de la
sentencia colectiva. Ciertamente también ésta contendrá un encabezamiento
y motivación de hechos a través de los correspondientes resultados, pero la
motivación de derecho carecerá del relieve que en las demás sentencias tienen
los considerandos, pues el fallo judicial se ha de basar, en ios conflictos ae
reglamentación, no en razonamientos jurídicos, sino en razones de equidad.
Además, y esto es lo más significativo, en la sentencia colectiva, el fallo, con-
tenido auténtico de ¡a decisión judicial, no encuadra ni en las fórmulas ni en
el contenido tradicional de la sentencia, sino que consistirá en la fijación de
una regulación colectiva que solucione el conflicto, que tendrá en general

ve, Milano, 1938. La autorización gubernativa que rige sólo en los casos de acuerdo,
debería tomarse autorización judicial en el caso de que se dé en el curso del proceso,
pues se trata de un mero control de legalidad (art. 6.° del Decreto).

(71) Vid. sobre la sentencia colectiva, entre muchos otros, ANDRIOM: «La sen-
íenza della Magistratura de! lavoro dal punto de vista processuale», Arch. Studi cor-
•porativi, 1931, págs. 155 y sigs.; CHIARELLI: I! diritto corporativo e le sue fontí, Pe-
*ugia, 1930; ROVELLU «La sentenza della Magistratura del lavoro», Studi Urbinati,
1932, pág. 54 y sigs.; CALAMÁNDREI: «La natura giuridica delle decisioni deíla Magistra-
tura del lavoro in Italia», en Studi sul processo civile, Padova, 1934, III, pág. 153;
3ALZARIN1: Atti e negojj de Diritto corporativo, Milano, 1938, pág. 7.43; ZANOMNI:
Corso di Diritlo corporativo, Milano, 1937, págs. 336 y sigs.; SBRMONIT: Di'fiito
sindacalc, cit. II, pág. 268; SBGKI; «I tribunal! del iavoro in Italia», en Studio C'M'O-
•ver.da, Padova, 1923, pág. 783; OTTAVIANO: «Natura dell'attivifa del giudice arnm. di
"mérito e della M. d. 1. que cera un nuovo cont. coll.», en Saggi di studi corporatvui,
1¡}i<3, pág. 274; Vid. una exposición de la polémica doctrina! sobre su naturaleza, en
2ANELL!'QUARANT¡N1 : Le fonti del Dirilio corporativo, Padova, 1936, págs. lai y si-
suientes, y D'AGOSTINO; IJ processo coüettivo d£ lavoro, cit., págs. 131 y sigs.
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carácter constitutivo (y;i). En este punto conviene tener debidamente dife-
renciados los dos tipos de conflictos colectivos a que antes hemos hecho
alusión, los conflictos cíe reglamentación y ios conflictos de interpretación y
aplicación, pues cada uno de ellos plantea una problemática propia.

7.9. El carácter «jurídico» de los conflictos de aplicación e interpretación
de la normativa laboral existente hace que su especialidad procesal repose
más en las partes que en la propia estructura del proceso, pues lo oue se
discute en el mismo es sobre la existencia o no del derecho y su debida inter-
pretación y aplicación. Es un razonamiento jurídico le cine, al igual que ;in
el conflicto individual debe llevar ai Magistrado a su decisión. El contenido
de la sentencia en este caso será variable según la naturaleza o tipo de con-
flicto, peto se acercará más a la decisión de cualquier conflicto individual.

Genéricamente puede hablarse de tres tipos de conflictos de esta clase:

— • Conflictos relativos a la validez de una norvitición laboral (ge-

neralmente sobre Ir. validez ele un convenio colectivo la discusión de

una regulación de tipo administrativo se conoce entre nosotros por

la jurisdicción contencioso - administrativa), Este tipo de conflictos,

dejados hasta ahora a ia vía administrativa (73), podrán plantearse

ante la jurisdicción del trabajo y su resolución consistirá en una sen-

tencia que declare o no la validez de un convenio colectivo. Típico

caso ele. sentencia declarativa que, sin embargo, tendrá efectos pava

los componentes de la categoría.

-— Conflictos relativos a la interpretación de una norma colectiva.

(72} Sobre la motivación cíe la sentencia colectiva, vid. el ejemplo francés, MlT-
sou: Les rapports, c,it., pr.g. 97.

(73) Esta tripartición de conflictos de validez, interpretación y cumplimiento «e
encuentra recogida en 1?. doctrina. Cfr. MlTSOU: Les rapports, cit., págs. 170 y 5¡gs.?
PSRGOLF.SI: í.cí magistratura del ¡atoro, cit.. págs. \,\ y sigs.

. JAIÍGER distingue entre un proceso colectivo de «mero accertamento» cuya ceni'r.c?-
quiere el «accertarnentc»' de !a disciplina {su subsistencia, validez o nulidad o cnanto
menos su extensión y significado) y el ¡iroceso colectivo de aacccri.amento cest ¡'altivo»
(anulación, revisión) al contrario excluye la posibilidad de sentencia, de condena, Ful '
ser un «mandato concreto y como tal 110 puede componer ciertamente un conll'cf'
cié intereses de la categoría que es, al contrario abstracto» {Diriltu corporativo, cit., " • '
pitias 31)4-305. Sin embargo, el planteamiento en un plano colectivo de la ejecución <-"1'
deberes resultantes ac la parte obli^'acioual del convenio, colectivo, e incluso de a!£U-'o;:

de ia parte normativa, se. acenta boy generalmente. Cfr. NlKiscil: Arbeitsrechi, <»*•'
II, págs. 324 y sigs.

Sobre el sistema vigente en I.i legislación de convenios colectivos, vid. arts. 13 I--y,
y 33 del Reglamento).
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El problema de la interpretación se resolvía en R. C. C. S. declarando

la competencia de les órganos administrativos, aun cuando se permi-

tían comisiones interpretadoras creadas por las partes mismas. Desde

ahora, será posible el planteamiento jurisdiccional de la interpreta-

ción auténtica —esto es, con carácter general y efectos de cosa juz-

gada - de las normas contenidas en un convenio colectivo. Para ios

casos de ^situación colectiva de conflicto» está especialmente regu-

lado ei problemr. en el art. 2.", 2) y 3), que innovacloramente seríala

la primacía de la "interpretación acordada por las partes {74) y la inter-

vención, subsidiaría de la autoridad laboral que puede optar por resol-

ver directamente el conflicto o por enviarlo para su resolución a la

jurisdicción de trabajo. En este caso la sentencia que contenga la in-

terpretación del convenio será una decisión «en derecho» y declara-

tiva de acuerdo al contenido del convenio colectivo. Aunque, por su

carácter de interpretación auténtica tendrá, efectos normativos para

la entera categoría profesional. Teda la problemática en torno a las

regías interpretativas de los convenios colectivos habrán de plan-

tearse desde ahora también en nuestra práctica jurisprudencial (75).

— • Conflictos relativo? a la aplicación de normativa íaboraí. Mien-

tras que en 1?. relación individual de trabajo la inobservancia ele una

(74) Sin embargo, no falta qiúcn, con escasa base legal (cfr. art. 71, z, b) del
Reglamento Orgánico del Ministerio de Trabaje de IT-II-ÓC, que señala como compe-
tencia de la Dirección General de Ordenación del Trabaje -!a aplicación c interpreta-
ciones» de los convenios colectivos, en relación con el art. 26 del Reg. L. C. C. S.)
afirmó ya antes la primacía ríe la interpretación de las partes (así GARCÍA DE HAFO:
Convenios eoleciiios y reglamentos de empraul, cit., pá>;. 315.

(75) Cfr. DEVIvALI: <Criteri per la interpretazione del contralto ccüettivo di Iavoro•:>
Riv. hnp. ftíi:., 1929; A'''?.ARITI: i:La interpreíaz.icne del contratto collettivo», 11 Di'\
del Lav., rcyjo, I, pág. 453; ROMANO: «Contratto collettivo e norma giuridica», Ardí,
SUul. Corporativa, J931, págs. 19-20: RABAGLIETTI: ni criteri di interpretazione del con-
tratto collettivo», en Lii giwttifja dú Uivoro, 10-50, pág. 185; UCKHAR: «Poten dcü.i
Magistratura nella interpretazione dei cant. coll. di lav.), en Rtí:, lev., 19o, pág. >43.
Un resuman del planteamiento doctrina! en D'ACJOSTINI : í! contrnitv collettivo di
lavoro, Paüova, 1932. págs. 2-57 y sigs.

Segiín JARGER la ^acción colectiva de interpretación» podía tener por objeto todas las
diversas formas de disciplina de las relaciones laborales, «por tanto no sólo í¡:s fuentes
c"¡ disciplina corporativa (convenios colectivos, sentencias y laudos colectivos) sino
también la ley, el reglamento, la costumbre;; (Diritto corporativo, cit., pág. 305). La
afirmación podría hacerse en principio entre nosotros, le que ocurre es que. los límites
Poderosos a la autonomía de las partes colectivas, y la competencia administrativa
genérica en la interpretación de las condiciones de trabajo serán obstáculos düír.ií-

superables para el planteamiento en e! proceso colectivo de conflictos sobre
interpretación de disposiciones legales.
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norma puede dar lugar a que el trabajado? o empleador acudan a la
Magistratura para que se obligue a la otra parte al cumplimiento, o se
le condene al pago de una indemnización resarcitoria, en la relación
colectiva el problema de la inobservancia, e inejecución de normas-
laborales y, en especial, de convenios colectivos plantea una proble-
mática diversa. Aparte de la posibilidad de exigir en los casos de
convenios colectivos a la parte contraria el •cumplimiento de los debe-
res derivados de la parte obligacional de aquél (deber de influjo, de
paz, etc.) •—que en los casos del convenio de empresa tiene especial
relieve al poder exigirse además la ejecución directa de obligaciones
emanadas de la parte normativa (76)— cabe una vía indirecta admi-
nistrativa de intervención de las representaciones profesionales en les
procedimientos sancionaderes por infracción de las normas labora-
les (77); materia ésta excluida, por ello, de la jurisdicción del trabajo.
En lo demás mientras en nuestra jurisprudencia no tengan lugar k
construcción similar a la de otros ordenamientos de figuras como la
la falta colectiva, perjuicio colectivo, etc., no será pensable en la posi-
bilidad de una sentencia colectiva de condena, de muy difícil tipifica-
ción por el carácter diluido y falto de personalidad jurídica con sol-
vencia patrimonial de nuestras representaciones profesionales.

30. Es en los conflictos de reglamentación donde la sentencia colectiva
cumple su cometido propio. En general, estos conflictos se caracterizan por
una situación de desacuerdos ante la regulación existente de las condiciones
de trabajo, ya por la inexistencia de una normativa adecuada (ejemplo típico
el conflicto colectivo sobre la elaboración de un convenio colectivo), o por
desacuerdo con la existente (caso, por ejemplo, de la pretensión de revisión
del convenio colectivo) (78). En todos estos casos el conflicto es de «regla-
mentación», es decir, su objeto es la fijación de una regulación da las condi-
ciones de trabajo. En los casos que se solucione por medio de sentencia, ésta
habrá de resolver «en equidad» estableciendo una regulación de condiciones

{76) Cfr. NIKISCH: Arbeitsrecht, cit. II, pá>;s. 285 y sigs.
(77) Cfr., art. <;.°, 2} del Decreto 1.137/tío de 2 de jimio y sentencia del Tribunal

Supremo de 12 de febrero de 1962.
(78) La naturaleza <le la pretensión de revisión del convenio colectivo (que propia-

mente tiene lugar sólo en el curso úe vigencia del mismo, pues la llamada denuncia
<le revisión a la llegada del término no es sino una «denuncia modificativa» que lleva
implícita la extinción del convenio si no se acepta su reforma ha sido muy discutida.
Vid. por todos la excelente monografía de GARULLO : ÍM revisione dette norme collctiw
di lavoro. Milano,
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áe trabajo que tenga adecuadamente en cuenta !os intereses opuestos de las
partes en conflicto.

fista función legislativa del juez de trabajo ha sido puesta de relieve en
los sistemas en que se admitiera el proceso de trabajo afirmándose que si éste
.formalmente es un proceso, desde el punto de vista material no se realiza una
actividad jurisdiccional sino legislativa, al constar la sentencia cclectiva de
mandatos generales y abstractos de los que son destinatarios los individuos,
sujetos de las relaciones laborales disciplinarias {79). Contra esto se argumenta
que debe diferenciarse el efecto da la sentencia respecto a los terceros sujetes
a su normativa, y el efecto respecto a las partes del proceso constituido por
mandos concretos de contenido genuinamente jurisdiccional (8o). Este doble
•carácter que tiene la sentencia cclectiva no hace, otra cosa que reflejar la con-
siderable semejanza que tienen entre sí convenio colectivo y sentencia colee-
tiva: al igual que el primero, respecto a terceros, es norma y, respecto a las
partes, es contrate, ja sentencia colectiva es norma, respecto a los sujetos a la
misma, y decisión judicial, respecto a las partes intervenientes en el proceso.

La sentencia cclectiva cumple en el ordenamiento la función que de haber
existido acuerdo entre las partes hubiera tenido el convenio colectivo (Si). La
nueva regulación implícitamente lo reconoce en su art. 3." que establece la
constitución de una comisión negociadora del convenio colectivo «si se des-
arrollara una situación de conflicto colectivo» {82) en casos de inexistencia de
convenio colectivo. En consecuencia, el vacío bien importante de la nueva
regulación al no fijar cuáles serán los efectos de la sentencia colectiva, podrá
salvarse afirmando respecto a los conflictos de reglamentación que la senten*
cia colectiva tiene idénticos efectos normativos que el convenio colectivo. En
aste sentido, cabe admitir enteramente la conclusión de Mitsou de que. «en lo
que respecta a los efectos —tomando este término en sentido amplio — que

{79) SALEMI: Lesjoni di diritto corporativo, cit., pág. 124; RANELETO : Isütuziune
di dir. piih., 4." cd., 1936, pág. 609; ZANOBINI : La legge, il cont. col. e Xa áltre forme
di regol. coll., Atti Primo Congreso S'cudi Sindacali, pág. 235.

(80) Así JARGEK: Dir. Corporativo, cit., pág. 314. Cfr. NAVARRA: hitrod. al Dir.
•corp., Milano, 1929, pág. 206; RASELLI: 1M Magistratura del lavoro, cit., págs. 21 y
•siguientes; AsQUlNI: «Controvcrsic coll. e ind. di lavoro;> Dir. del lavoro, 1930, Ir
páginas 23?. y sigs.

(81) Vid., por todos, CARNEI.UTII: Teoría del regolamento, cit., págs. 67 y sigs.
(82) Por cierto que no es muy clara la redacción del precepto, pues luego de esta-

blecer lo antedicho fija una posibilidad de opción de la autoridad laboral, que puede
entenderse tanto en el fracaso de la negociación entablada como opción en una triple
posibilidad en la que la iniciación de la negociación fuera uno de los supuestos. Tam-
poco es fácil saber si regirá en estos casos por entero, la compleja regulación del Re-
«lamento de la L. C. C. S. y de las Normas Sindicales.
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producen el convenio colectivo y la sentencia arbitral (entre nosotros colectiva)
se constata que estos actos tienen un régimen común, porque: tienen eí
mismo campo cié aplicación, su contenido normativo funciona ele la misma
manera y su ejecución se asegura por ios mismos medios» (83). Precisamente
por ello, puede hacerse aquí una remisión genérica a la regulación propia cíe
los efectos de los convenios colectivos como aplicable, en principio, a la sen--
tencia colectiva.

32. Sin embargo, la propia naturaleza de la sentencia colectiva plantea
algunos problemas específicos y propios.

En lo que al ámbito territorial y profesional ya se aludió anteriormente
a si las representaciones profesionales íienen que respetar o no las unidades
apropiadas lijadas para la negociación colectiva. SÍ se contestara negativa-
mente a k pregunta, sería en tocio caso el ámbito de competencia de los repr¡>
sentantes profesionales los que servirían de límites para la íijación del dominio
profesión?.! y territorial de la sentencia, que vendría en la misma establecida.

Da mucha más importancia es la cuestión del llamado ámbito iemponíl
que respecto a la sentencia colectiva presentará problemas delicados. Toda
regulación colectiva es, per su prepia naturaleza, temporal; ahora bien, no
prevé el Decreto ni la posibilidad de que la propia sentencia se auto-limite su
su propia duración, tal y cerno se establece en otros sistemas (84) ni regías
sobre la posibilidad de revisarla por alteración de las circunstancias. Sería mas-
que conveniente que en la nueva redacción del T. K. P. L. se contuviese una
regulación similar a la que sobre la duración del convenio colectivo existe, así
como vina regulación genérica de la posibilidad de revifián (85). En todo caso,
el problema se solucionará parcialmente con la disponibilidad relativa que izis
representaciones profesionales tienen, según se ha de ver sobre, la vigencia o
derogación de 1?. regulación coruenid?. en la sentencia colectiva.

(83) Les rapporls, cit., págs. 212.
(84} En el sistema italiano ya derogado prescribía un die.-t cid qu¿;n (vid- CARN-'

I.U'lTi: Teoría del regnUimento, pág. 1ÍÍ5) hasta el punto de qui'. no fijar tai tórmx.o
suponía 1?. nulidad de la sentencia. Un planteamiento actual de la cuestión en iVÍITSCU:
.Le.? '/appuris, cit., págs. 234 y sigs.

(85) El problema de la revisión está ínfimamente conexo con el efecto <¿.-. ¡cosa
juz¡;aila» de la sentencia colectiva. En la pretensión de. revisión uo puede plantearse
probablemente la excepción ¡ie cosa juzgúela porque la causa [icicnch ha variado, a. 1;c

ser las mismas circunstancias que las que basaron la resolución inicial (cfr. RASE:-.---
Áppti'ati m tomo a\\¿ funcione dclla. Magisiraturtt del lavoro, cit., pág. 729; sobre- :i-s

tres identidades de la cosa juzgada GüASP: Derecho procesal civil, cit., pág. Cao).
Según CARUM.O < la nueva acción —revisoría • no choca contra la prohibición '>>e

bia in idem, ni se atenúan o anulan aquí los principios de la cosa juzgada, ya que taffl'
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Problema de eficacia temporal también sin solución suficiente es el del
mow.ev.io de iniciar los efectos la regulación contenida en la sentencia arbitral.
Al contrario del convenio colectivo, ia centencia arbitral no tiene que ser
publicada —al menos no se dice n?.da de esto (86)- -y sus efectos comienzan
••en el memento en que se dicten», según el art. i.'. 2, f), del Decreto esta-
blece al señalar su •cejecutenedad". Si con elle se soluciona parcialmente el
problema, se plantea una difícil problemática de efectos ••ejecutorios» —que
pueden ser complejísimos al afectar las relaciones individuales muy numero-
sas- • en decisiones normativas susceptibles da recurso y, sobre todo, se deja
sin solucionar el importante problema práctico de ia posibilidad de efectos
retroactivos de la sentencia.

Ya de por sí es destacable. el que la sentencia, al contrario de lo que ocurre
en otros sistemas (87) no produzca efectos desde el momento en que el con-
flicto se formaliza o, cuanto menos, desde la iniciación del proceso. No son
raros, además, los cases ele conflictos colectivos en que la pretensión afecta
sobre todo a hechos pasados» de tal manera que es esencial para su resolución
el efecto retroactivo. Esto sucede especialmente en los casos de sentencia inter-
pretativa, pero también en los conflictos de reglamentación puede existir nece-
sidad de efectos retroactivos. Quizá la solución de estos problemas encuentre
idéntica vía que la que en su momento encontró la doctrma italiana que para
salvar un vacío similar de su legislación aplicaba las reglas propias al caso de
los convenios colectivos (88). Ahora bien, en cuanto efectos retroactivos nues-
tra legislación de convenios colectivos es sumamente restrictiva (89), de. ahí

bien ia cosa juzgada hará sentir todo su pese en e.l excluir, en iodo caso, una diversa
valoración del supuesto, en tanto permanezca inalterado» (La íevisione dille norme
¿•olí. di lav., pág. 226). En efecto, la cosa juzgada rige igualmente en la sentencia colec-
tiva, sólo cuando una de las ;<tres identidades» no se dt', especialmente la «causa o
razón de pedir», por ejemplo, por el cambio de circunstancias, habrá desaparecido el
límite causal, y por ello el efecto de cosa juzgada, siendo planteable la revisión de la
sentencia.

Sobre la conexión entre la revisión de las sentencias colectivas y la de los conve-
nios colectivos, vid. J/llTSOU: J..t;.s- mpports, cil., págs. 287 y sigs.

(86) En el Derecho comparado es normal que la sentencia colectiva tenga que ser
publicada, siguiendo cuando menos el régimen de publicidad del convenio colectivo
¡vid. un examen bastante completo de les diversos sistema.» en MlTSOU: IJ:S rappori-,
cit., págs. 237-230). Por eso es muy posible que entre nosotros pueda aplicarse también
1» equiparación de la sentencia al convenio en lo que a la publicación se refiere.

(87) Vid., por ejemplo, DlJRAND: Traite, cit., III, pág. 53,].
(H8) Cfr. CARNULUITI: Teoña del regolamento, cit., págs. 162 y sigs.; pRRGOLKSI:

íítntío broces, del Uvoro, cit., pág. 361; CARU:.LO: La misione, cit:., págs. 158 y sigs.
(3g) Así el art. 6, :i." del Reg. L. C. C. S., Umita considerablemente esta posibilidad

3 ' hablar de «liquidación de atrasos» que ha de ser explícita y fijada en cláusula de
atrecho transitorio.
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que también ia sentencia colectiva sólo muy excepcionalmente podrá tener
efectos retroactivos.

33. Los efectos normativos de la sentencia colectiva son los mismos de-
toda regulación colectiva, cuanto menos en ios casos de conflictos de regla-
mentación. En consecuencia se aplicarán reglas similares a las del art. V"
L. C. C. S. -y art. 4."' del Reglamento. Tiene lugar el llamado efecto atrio'
mático, derogación de pactos contrarios a la regulación mínima, y sustitución
de las reglas contractuales contrarias por Sas reglas fijadas en la sentencia con
independencia de la voluntad de las partes en la relación individual (9o) en Ic
que al contenido de las relaciones individuales se refiere - y el llamado efecto
inderogable que anula todo pacto derogatorio o implicando renuncia de los
derechos derivados de las condiciones de trabajo establecidas en la sentencia,
salve que se trate de reglas más beneficiosas (9i). La sentencia colectiva tam-
bién fija sólo condiciones mínimas.

34. En lo que toca la jerarquía de fuentes, la sentencia colectiva hace, aún
más compleja, si cabe, la lista de las que concurren a regular las condiciones-
de trabajo. No se establece en la nueva regulación cuál será la posición que
en la escala de fuentes tendrá la sentencia colectiva. En. principio., puede
afirmarse que al tener una función sustitutoria de la voluntad de las partes-
colectivas ocupa el lugar que el pacte colectivo hubiera ocupado de haber
tenido lugar. Ahora bien, esta equiparación de la sentencia colectiva con el
pacto colectivo no resuelve plenamente la cuestión. Primeramente, porque
entre nosotros, pese a su posibilidad y a la existencia frecuente de casos, falta
en absoluto de una regulación del problema de la concurrencia ele convenios
colectivos (92;, y, por ello mismo de la cuestión de la colisión de una sentencia,
colectiva y un convenio colectivo que en planos diversos (por ejemplo convenio
de empresa y sentencia en un conflicto provincial) puedan ser llamados a.
a regular la misma relación de trabajo.

El problema es de difícil solución, pues aun cuando, en principio, es cierta
que existiendo un convenio colectivo vigente se excluye la posibilidad de
conflicto colectivo de reglamentación (9'-0 y un mero examen de los supues-

t o ) Art. 4, ?..<• de! .Reglamento. Vid. sobre e! efecto automático, NlPPF.RDEV, en
(Unnpendio, cit., parág. 57, II.

(91) Cfr. N I K I S C H : Arbeitsrechl, págs. 432 y sigs., y págs. 456 y sigs. Y WLOTZ-
KH: Das GünsiigkeitsprinZip. Heidelberg, 1957.

(0.2) Sobre la misma y su posible repercusión en España, vid. NlPPERDEY: CcW
pendió, cit. parág. tío y notas de D E LA VILLA y RODRÍGUEZ-PINERO.

(0.3) «Arbitraje, y convenio colectivo se excluyen» (NlPPF.RDEY: Compendio, cit..
parágrafo 64, I, b).
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tos previstos en los arts. 2.' y 3.1' del Decreto le confirma (94)-— lo cierto
es que la propia estructura de nuestras representaciones, y su falta de conexión
interna en una personalidad única dificulta mucho la aplicación del principio.
Al ser posibles a representaciones profesionales de ámbito territorial o fun-
cional diverso, pacten convenios colectivos que afecten al ámbito de un con-
venio colectivo existente. La existencia de un convenio colectivo vigente no
excluirá ele por sí la posibilidad jurídica de formalizar un conflicto- y soli-
citar una sentencia colectiva, sin haberse llegado antes a una denuncia clei
convenio mismo en las condiciones que ésta o ei ordenamiento prevea. Por
ello, el principio de que no cabe sentencia colectiva donde haya un convenio
colectivo vigente, debe ser matizado entre nosotros desde un doble plano:

- • La distinción entre convenios genérale* (que afectan a catego-
rías de trabajadores y empleadores) y convenios de empresa, debe ser
llevada a la última consecuencia, haciendo siempre posible regulacio-
nes específicas más beneficiosas en su conjunto para empresas con-
cretas» y, por ello la posibilidad de plantear un conflicto de este tipo
que afecte al ámbito de empresa, pese a la inclusión de esa empresa
en el ámbito de un convenio general. Algo de esto está implícito en
la nueva regulación que decididamente establece una mayor protec-
ción para el convenio de empresa (95), sin duda porque existiendo ya
el acuerdo de las parles colectivas más cercanas z las relaciones de
trabajo, se debe aplicar con tocia rigidez el principio de que el con-
venio excluye, claro está, en lo que al planteamiento en el plano de
empresa se refiere.

- • La posibilidad cíe aplicación en ámbitos generales diversos
(más genéricos o más específicos, ya sea por el ámbito territorial o por
el profesional) del principio de norma más favorable, dejando la apli-
cación estricta del principio antecitado de exclusión de sentencia colec-
tiva al solo caso de coincidencia de ámbitos de ésta y el convenio.

(94) Se establecen conflictos de reglamentación o cuando no existen convenios, o
cuando la materia que se discute no está normada en el convenio, pero no cuando
existe regulación de la materia en un convenio colectivo vigente entre las partes.

(95) La especial protección del convenio de. empresa se establece primeramente
por una especial agravación de los casos de perturbaciones colectivas vigente un con-
venio de empresa. En segundo lugar, por el vedar conflictos de reglamentación sobre
Materias no contenidas en el convenio en el caso de que éste lo sea de empresa (ar-
tículo 2.0, 3). Esta segunda protección no es de por sí explicable, pues el convenio de
empresa no ha tenido por qué regular todas las condiciones de trabajo, y es pensable
un convenio que regule sólo un aspecto o problema concreto, y no parece justificado
de que porque éste existe se excluya en el plano de empresa toda reclamación colectiva.
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De más fácil solución es el problema de la posibilidad de abrogación de la
sentencia, o sea, el de la primacía de un nuevo convenio colectivo frente a la
existente sentencia colectiva, Por el carácter sustitutivo cíe ésta, siempre que
las partes, en el ámbito que se trate, pacten válidamente un convenio sobre
las materias reguladas en la sentencia colectiva, esta quedará derogada, pri-
mando absolutamente si convenio. Es decir,, que el convenio colectivo pos-
terior, válido y eficaz entre las partes del conflicto, abroga la sentencia colec-
tiva (96). Si el convenio colectivo posterior es de ámbito diverso pero que
afecte al de la sentencia, se aplicarán, como queda dicho, los principios gené-
ricos sobre la concurrencia de convenios.

35. Respecto a las garantías jurídicas del cumplimiento de la sentencia
arbitral, al lado de la aplicación al caso de los arts. 17 de la L. C. C. S., y el
artículo 28 de su Reglamento, será posible la exigencia ante la propia Magis-
tratura del cumplimiento de las obligaciones correspondientes por las propias
representaciones, además en el caso de convenio de empresa esto podrá afec-
tar al aspecto normativo. Además, existe un especial reforzamiento del valor
de la sentencia colectiva en ei art. 5." 1) clel Decreto al declararse especiales
consecuencias jurídicas contra perturbaciones colectivas durante la vigencia de
la mism?..

36. Hn cuanto acto formal en sí, ía sentencia colectiva nc pierde esta
naturaleza, y por ello está sometido a idénticos controles que toda decisión
judicial a través de su posible impugnación. El art. 1.". z, f) alude a los «posi-
bles recursos que contra las mismas pudieran interponerse». Esta referencia
parece aludir a la existencia de una pluralidad de posibles procesos impugna-
torios. Sin embargo —si se excluye el llamado- recurso de aclaración regulado
en el art. 185 del T. R. F. L., que no es propiamente una impugnación-— el
único proceso impugnatorio que contra la sentencia colectiva cabe es el regu-
lado en el apartado siguiente del mismo Decreto, o sea, «recurso de ül^cidü
ante una Sala especial del Tribunal Central ele Trabajo;:'.

Llama la atención la mención de «recurso de alzada» que se hace en el
Decreto, tan en contraste con el carácter tradicional de única instancia de
nuestro proceso de trabajo. La cuidada redacción del Decreto nos indica que

la expresión alzada tiene un significado propio que quiere contrastar con la
de recurso de suplicación que se emplea casi inmediatamente. Como es sabido,
el recurso de suplicación ante el Tribunal Central de Trabajo se configura corno

(96) Cfr. CARNELUrn: Teoría del regoíamento, cit.; ZANELLI' QUARANTINI :

jonti, cit., págs. 307-311.
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•¿•recurso extraordinario», en el sentido que tradicionalmente la entiende la
doctrina procesal al constituir una impugnación limitada de la sentencia que
examina si el Magistrado ha cometido un error en el procedimiento o en ei
juicio. Por este su carácter ele o.revisión interna o por motivos inminentes.:, se
ha hablado de su naturaleza de pequeña casación (9y). Es posible que e! nuevo
sistema haya querido excluir este tipo de proceso impugnaterio y se haya
inclinado, innovando sustancialmente en lo que a procesos de trabajo se re-
iiere, un régimen de apelación libre- o recurso ordinario, en el que, por elle,
no se exigen motivos para su interposición y los poderes del Tribunal Central
son amplios, pudiendo examinar por entero el conflicto resuelto por la Ma-
gistratura y la decisión de éste (98).

La doctrina procesal no habla de recursos de alzada sino en los casos de
impugnación a grado superior de aquél en que se produce la resolución recu-
rrida (99), y aun cuando puede pensarse en principio en una apelación íimi-
tada, en general, y en los casos de apelación propiamente, dicha, la apelación
es ilimitada. Se configura como recurso ord-inano y normal que no exige en
principio motivos laxativos para su interposición y concede amplios poderes
al Tribunal c'eciscr. En consecuencia, de acuerdo a estas- ideas, puede afirmarse
que el nuevo sistema implanta un régimen de. apelación libre, que, sin em-
barco no es una renovación del proceso colectivo, sino su revisión. «Una depu'
ración de sus resultados por métodos autónomos que llevan por lo tanto, no
a un inicio nuevo, sino a una revisión pnorts mstantiae» (100), de ahí que
probablemente no se repitieron ¡as pruebas, y ni será necesario un nuevo trá-
mite de «audiencia oral»;. Pero, de todos nsodos, por la novedad que implica
•wá necesaria su regulación específica al no serle aplicables las reglas propias
de ios recursos de casación y suplicación contenidas en el T. R. P. L., ni tam-
poco las reglas genéricas que se fijan en la L. E. C. que parte de una con-
cepción renovatoria de la apelación.

En este punto ciertamente el Decreto sacrifica la economía en favor de
la justicia. Concorde a ello es además la difícil adaptación de una impugna-

(97) Cfr. MliNÉNDEz PIDAL: Derecho procesal social, Madrid, 1947, pág. 311, que
C1ta a VÁZQUEZ DE SOLA, LOZANO MONETRO: «Naturaleza jurídica del recurso de supü-

^sciótii;, Revista de Trabajo, 1950; 6, pág. 476-480, que afirma se trata de auténtico
rtcurso de suplicación.

Sin embargo, la expresión creo debe tomarse en un sentido más descriptivo que defi'
-U'xiria, y debe entenderse que conceptuaimente, como se acaba de decir, es una apiv
"iciór. ¡imitada que no renueva sino tan sólo revisa la actuación del Magistrado.

(98) Cfr. GUASP: Derecho procesal civil, cit., pág. 1.400.
(99) Cfr. GUASI>: Derecha procesal civil, cit., pág. 1.383.
Uoo) GUASP: Derecho procesal civil, cit., pág. 1.401.
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ción extraordinaria de revisión interna como es la casación o la suplicacicr
al caso de la sentencia colectiva» en que se juzga con equidad, utilizándose
una función materialmente legislativa que hace acercar el supuesto a! de la
impugnación de actos administrativos de carácter normativo (101).

Si, en principio, toda garantía de mayor justicia es elogiable, no deja de-
plantear problemas de difícil solución en la práctica de la existencia de este
apelación libre acompañada de la ejeciitorieda-d inmediata de ¡a sentencia del
Magistrado que creará problemas de efectos provisionales que habrá de ser
expresamente regulado por el nuevo T. R. P. L.

Ne deja de causar perplejidad el -que respecto a los conflictos indvvidiudtís.
se haya llegado a una polución del torio contrapuesta, en que razones de eco-
nomía priman absolutamente sobre las de justicia. Un efecto, el reducir la
posibilidad de recursos de suplicación a sólo las sentencias cuya cuantía liti-
giosa ser, superior a J o.ooo pesetas, parece, extremadamente excesivo, pues en
la práctica son infrecuentes conflictos individuales que excedan de esta can-
tidad. No se comprende por qué se quiere establecer una menor garantía de
justicia en los conflictos individuales de. trabajo, que en los conflictos colec-
tivos o en los demás conflictos jurídicos que el ordenamiento- recula. 1.a crea-
ción d?. una Sala especial del Tribunal Central hace además innecesaria la posible,
explicación ele descargar cíe trabajo al órgano jurisdiccional para permitir si
conocimiento también de los recursos de alzad.?, de las sentencias colectivas.

Contra la decisión del recurso de alzada r¡o cabe recurso alguna {art. i.'\ 2. £/•
elíc paraca excluir tanto el recurso de casación como, sobre todo, el recurso
de interés de ley que regulan los art3. 16?.-184 del T. R. P. L. En consecuen-
cia el Tribunal Central aparece, en lo que respecta a los conflictos colectivos,
no sóic cerno el grado superior, sino también como el grado supremo de .12
jerarquía judicial.

VIL HUELGA Y CONTRATO DF. TRABAJO

36. Como ocurre en ¡a mayoría de los sistemas, la regulación de los r.ctcs
de perfección o procedimientos de formalización de los conflictos colectivos,
está íntimamente conexa a la regulación de uno de los medios típicos de

(101) As!, CARNEI.U1TI afirmaba que ,<el remedio de la casación parece el mer.o»
adaptado a la naturaleza de la verdadera sentencia colectiva» {Teoría del regohiment'h
cit., pág. 156). Kn general sobre esta cuestión en el Derecho comparado, ÍVÍITSOL1:
Les rapporbs, pág.s. 53-54.

Desde luego, aquí deberá de hacerse una distinción radical entre los conflictos de
reglamentación y los de interpretación y aplicación.
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rormalización de conflictos, come- son los actos colectivos unilaterales, cono
cidos más frecuentemente cerno disputas laborales y, dentro de éstas, los rea-
lizados por los grupos o categorías ele trabajadores en forma ele huelga o actos
similares. Por eso el Decreto también contiene una normativa específica en
lo oue a estos actos se refiere, conteniendo una regulación esoecial en lo oue
a la conexión y efectos de los mismos en la relación individual.

La regulación extremadamente restrictiva que en el plano ele lo. penal se
establecía para ¡a huelga, venía acompañada ele un vacío completo en lo que
'-. la nonnación de sus efectos en la relación individual se refería,

Aplicando los- principios genéricos propios de las obligaciones laborales se
llagaba a la conclusión ds que la 'mielga o actos similares constituía, en cuanto
conducía singular del trabajador, un incumplimiento contractual que suspen-
día la relación mientras durase, y constituía, en todo caso, un motive sun--
cíente ele despido precedente, sin requerir formalidad alguna de autorización
administrativa, sino tan solo la correspondiente carta de despido (ros). Come
caso claro de conflicto individual cíe las incidencias y reclamaciones derivadas
de estos despidos, debía conocer la Magistratura del Trabajo, Ahora "bien, una
tendencia jurisprudencial casi unánime aplicando sin fundamento el caliüca-
íivo de conflicto colectivo se declaraba incompetente para el conocimiento d&
•de estos litigios {103), produciendo ?sí en la práctica una esfera de falta de
protección y garantía jurídica.

37. Para salvar este vacío, y, especialmente, para introducir importantes
innovaciones e.r. lo que a la regulación ele la huelga se refiere, el Decreto trata
especialmente de estas cuestiones.

Por de pronto se afirma, sin género de dudas, la competencia de la juris-
dicción de trabajo para eí conocimiento de estos conflictos, y precisamente,
por la vía de proceso individual {104). En este punto parece muy innovador
ai emplear la expresión 'ise atribuye-; sin embargo, más que una atribución
se trata de un reconocimiento de lo que en el ordenamiento ya estaba am--

(102) Cír. RODKÍGUliZ-PjÑüRO: Efectos de ¡a huelga en la relación ¡ndividiud de
trabajo, cit., págs. 21 y sigs.

(103} Cír., por ejemplo, ka ¿entonelas del Tribunal Supremo de 5, 9 y ?.4'II-59»
24-VI-59, 15-XH-59, y ALONSO OLKA: El despido. Madrid, 1958, págs. 212 y sig.=. Una
posición innovadora se iniciaba ya en la sentencia del Tribunal Central de Trabajo
de 1-XII-61, comentada por mí en Efectos da la huelga, <:it.

(104) Art. 1.", 3), en relación con el art. 5.0, 2) del Decreto. A tal solución ¿e.
llega en el Derecho comparado, vid. DUKAND: Traite, cit. III, págs. 820 y s:gs.;
B.OUSSEL: Manual de Droít prud'homal, París, 1953, págs. 25?. y sigs.; NIKISCH :
«Streik und Ausperrung in der Sicht des Bundesarbeitsgerichts:>, D. ]ur. Z-, i955<-
páginas 440 J' sigs.
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pilado, y que, por falta de claridad conceptual, no- había tenido aún aplica-
ción. Que la vía a utilizar es la del proceso individual y no la del proceso
colectivo, se reconoce implícitamente tanto por la referencia a la resolución
de los contratos como especialmente por la mención del derecho de opción
•que como consecuencia de la improcedencia de un despido sólo puede jugar
en el plano individual de las relaciones entre trabajador y empleador.

38. Más importante es la regulación de los efectos propios que la huelga
produce en la relación individual, fin principio, el Decreto acepta la posición
doctrinal que afirma que. en nuestro ordenamiento la huelga no extingue el
•contrato de trabajo, sino meramente lo suspende, pudiendo sólo ser consi-
derada como causa justificativa de despido. De aquí parte la regulación, pero
¡lega mucho más lejos al «revolucionar» todo un sistema anterior y trazar, al
igual que sucede en la mayor parte de los ordenamientos comparados, una
diversidad dual de efectos según las circunstancias y caracteres que la huelga
o actos similares traigan consigo. Frente a un tipo de huelgas que efectiva'
mente se consideran causa de despido en las relaciones individuales y a la vez
contravenciones que dan lugar a sanciones gubernativas y administrativas,
se fija un tipo de huelga o actos similares en los que no tienen lugar tales
efectos sancionadores para el trabajador, lo que, en última instancia, hace su-
poner «legítima» la conducta de éste.

Para tipificar ambos supuestos se. debe precisar que se entienda por «si-
tuación colectiva cíe conflicto» le que no se define en el Decrete. Lo más
probable es que por ello cleha entenderse cuál sea perturbación colectiva y
•concertada de la marcha del trabajo en la empresa, ya se trate de la suspensión
efectiva del trabajo, ya de la alteración ele la marcha del mismo, ya de cual-
quier alteración de la disciplina en la empresa que sirva para coaccionar al
empleador o empleadores a aceptar las pretensiones de los trabajadores (105}.

Cuando una huelga o perturbación colectiva es «legítima» en la relación
individual, es decir, cuando suspende, pero no puede ser causa para despedir
al trabajador {106), se consigna a contrario sensu, en el párrafo dos en reía'

(105) Cfr. HoRION: «Rapport cíe syntese», en Gréve et Lock-out (CECA), Luxeffl-
bourg, 1961, págs. .50 y sit;s.; BOUERE: Le droit de gréve, cit., págs. 78 y sigs.; AR»
r>AU: Teoría giuridica delle sciopero, págs. 172-186; GROTE: Der Streikj Taktik v.r.A
Strategie, Küln, 1952.

(106) El efecto suspensivo de la huelga unido al de vedar el despido en base a la
huelga, constituye, en el piano Je la relación individual, el contenido sustancial " e '
llamado derecho de huelga; vid., por ejemplo, HORION: Gréve et Lock'Out, cit.: «L^
esencia del derecho de huelga es precisamente el derecho de abtenerse de las presta»
.cienes contractualmente prometidas al empleador. La huelga constituye entonces una
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ción con el uno del art. 5." que tipifica los supuestos de huelga ilegítima:') {107).
Estos supuestos son:

— fundamento no laboral inmediato (108).
— no acudirsc previamente a los procedimientos establecidos en.

la nueva regulación (io9).
- ciarse contra mía decisión de un conflicto por la autoridad

laboral, o contra una sentencia colectiva (110).
— durante la vigencia de un convenio colectivo de empresa (n i ) .

suspensión legítima ce !a ejecución del contrato de trabajo:- (pág. 50). Cfr. BOUKKH:
I-t dnnt de j s t H , cit., págs. 203 y siguientes, y ARÜAL-: Teoría giuriáica, cit., pá-
ginas 3.08 y sigs.

(10/) I.3 distinción entre disputas legítimas e ilegítimas ha sido especialmente ela-
borada por la doctrina alemana, vid. NirvF.RDF.Y: Compendio, parágrafos 66 y 67; í\r¡-
KISCH : Arbeitsrcchi, cit. ¡I, págs. ir y sigs.; HUBER : Wirtschaftsverwaliungsrcchi,
Tubinga, ¡953, II, págs. 389 y sigs.; SlF.BRF.CHT: Das Rcchl im Arbeiishampi, Koin,
1954, 2.a ed., pág. 36 y «#.5.; ScHNOKR: cDer Strcik a!.- unerlaubte Handlung :n
Sinne von Par. 82o B. G. B.-, llechí d. Arb., 1055, págs. 225 y sigs.; DOF.RK : Dcr
Strcik ais uncrlaubte Handluni; im Sinne des Par. 826 B. G. B., Dusseldorf, 195/:
BOLDT: :<h?. gréve et le lock-out f.n droit sllemand", en CECA, Le! gféve ct le Ii)CÍ;-uutr
cit., págs. 103 y sigs.

(108) El carácter reivindicativo de la huelga es aceptado en toóos los sistemas. Lo
que varía es la fijación de los límites respecto a quien es posible plantear tales reivin-
dicaciones. Excluida la huelga revolucionaria y las puramente políticas (Cfr. KAISER:
T)ey politische Sireik, Berlín, 1955; ARDAU: Teoría g. deliu sciopem, cit., págs. 155 y
siguientes; HUECK : i-Grenzen des rechtmassiges Streiks», en Fcstckrift Herschell,
Stuttgart, 1955, pág. 3 de la separata, que distingue: arbeitsrechtliche Kampíslreik,
Demostrationsstreik, polilische Katnpstreik y poütischc Demo.siratiunsslreik), se decia-
ran también ilegítimas las huelgas permitidas en otros sistemas de solidaridad cor:
problemas de otros trabajadores que, dice el Preámbulo, cío son sino generalizaciones
ilícitas de cuestiones localizadas en les sectores afectados-). Vid. NlKISCH: Arbeiísrccht,.
cit., II, págs. 130 y sigs.; ARDAU: Teoría giuridied, págs. 167-166; BOUF.RE: "i.e Drotir
de gréve, cit.. pág. 64 y sigs. (con una distinción de la huelga revolucionaria y ia política).

(ioy) Lo que supone de por sí, al igual que en otros sistemas, el carácter oWtftJ-
t'ii'ío de la iniciación de estos procedimientos (cfr. DURAND: Le. concilialion ct Id msdui'
tion, cit., pág. 22, y Bc¡.DT, íoc. cit., pág. 44.

(110) Kste requisito, unido al anterior, indica que. la única ¿-huelga legítima'.; será,
paradójicamente, la que l«iif;a lugar durante la .sustanciado)! del procedimiento, y
antes de su solución si ésía es ihcte.roiiom.ii:>. Igual protección debería establecerse, para
la composición del conflicto.

Será ilegitima I¿ disputa que tenga hu'ar a causa de.I mismo conflicto o mientras
no hayan cambiado las circunstancias, o sino cambiar éslas durante la vigencia ele tales
df-.cisiones. Se traía, en general, de una manifestación de la Friedenspjlicht puesto que
estas decisiones heterónomas «constituyen un deber de paz de igual modo <r,:e el
convenio colectivo libremente pactado» (NlKiSCII: Arbeitsrcchi, II, pág. 337).

(111) Es la consagración en la parte, obligación al convenio colectivo del deber de
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En tocios estos casos la huelga o perturbación será ilegítima, lo que traerá
por consecuencia:

a) En la relucían individual los participantes en la disputa se entienden,
incurscs en causa c!e despido procedente. Las relaciones cíe trabajo no fe
extinguen, pues, automáticamente, tan sólo se suspenden, pero en estos cases
el empleador puede ejercitar legítimamente su facultad de despedir siempre
que se justifique cumplidamente ía existencia en la empresa de una pertur-
bación colectiva «ilegítimas, corresponderá la opción entre la indemnización
y 1?. readmisión en caso rlc declaración de improcedencia del despido en todo
caso al empleador, sea cual sea la dimensión de la empresa (art. i", 3) in fine).
Esta regla Especial da una mayor cliscre^ionalidad al empleador, a -causa tanto
de lo delicado a veces de la prueba de la participación o no en una perturba-
cien (112), como de razones de prestigio, disciplina y conservación de los
vínculos fiduciarios esenciales entre las partes de la relación de trabajo, y que
pueden verse muy directamente afectados en estos casos.

b) En cuanto a responsabilidades de carácter público en estos casos de
huelga ¡'ilegítima», en primer lugar han de enviarse necesariamente las actúa'
clones a la autoridad gubernativa (y la referencia a esta autoridad y a san-
ciones gubernativas consiguientemente no deja de ser un dato sintomático
de ía inaplicación ele los preceptos penales que tipifican la huelga como cie-
lito} {113). En segundo lugar, la posibilidad de aplicación de sanciones admi'

paz, con la única y criticable particularidad que solo alcanza a! supuesto del convenio
de empresa, frente a lo que ocurre en la mayoría de los sistemas en los que afecta
a todo tipo de convenios (a ellos alude la Oficina Internacional de Trabajo: cJ3n algu-
nos países, por ejemplo en la República Federal de Alemania, Dinamarca, Noruega,
.Suecia, Suiza y ciertos países de América latina, la ley no autoriza las huelgas durante
el período de validez de un contrato colectivo, lo que impone a todos los interesados la
obligación de mantener la paz laboral durante todo el tiempo de vigencia del contrato»
{Las negociaciones colectivas, cit-, pág. 103).

Además, faltan otros requisitos que establece la regulación de otros países, última
vatio, limpieza, etc. Vid., por ejemplo, NlHPBRDEY: Compendio, cit., parágrafo 60, V,
donde expone los presupuestos de la adecuación social de la disputa laboral.

(112) Que con frecuencia fuerza a romper la «solidaridad» y compañerismo ce los
miembros del personal, lo que no es conveniente para el empleador mismo al poder
dañar las buenas relaciones entre los colaboradores de la empresa (cfr. sobre la psico-
logía de les grupos industriales, BROWN: Psychologie sacíale de ¡'industrie, París, l<}6l>
páginas 143 y sigs., y 273 y sigs.

(n¿) Art. 222, 3) del C. P. y art. 3." de la I,. O. P. de i-IX-5y. Vid. CASTEJÓN:
nDel delito de huelgas al delito contra la economía nacional a través del delito contra
ía libertad de trabajo», Reí.. Trab., 1944, núm. 4. La única sentencia que conocernos
que aplica el art. 222, 3), la sentencia de 3-VI-55, se justifica diciendo míe los hechos
«no se redujeron a una mera conspiración para una huelga de obreros sino que tuvo
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.nistrativc-laborales por la Delegación de trabajo sanciones que pueden afectar
a la «carrera» del trabajador o a la imposición de panas pecuniarias {114).

Frente a esto, en la huelga «legítima» la relación de trabajo meramente se
suspende, perdiendo por ello e¡ trabajador su derecho a la remuneración en el
caso de no prestación de trabajo, pero tal conducta ni puede ser causa justifi-
cativa ele despido procedente, ni de sanciones por los órganos administrativos
del trabajo, ni, salvo el caso de alteración del orden público, que requiera
medidas apropiadas, de intervención de la autoridad gubernativa (art. 5.°, 3).

Con la nueva regulación se amplía notablemente el campo de la autonomía
•social. Ello supone una responsabilidad considerable tanto de las representa'
dones profesionales, como de la misma Organización Sindical. La función de
ésta ha cambiado siistancialmente en los últimos años, aunque este cambio no
ha venido acompañado, como debería, de una tota! reestructuración orgánica,
•e incluso personal, que dé una nueva conformación y personifique a las repre-
sentaciones profesionales de acuerdo a sus nuevas atribuciones. La existencia
de convenios colectivos na puesto de relieve, con frecuencia, esta necesidad
<de reforma, pese al proceso de i?, «adaptación» que en la práctica se ha reali-
zado. El propio Decreto impulsa y declara esta necesidad de reforma, más
urgente después deí nuevo sistema, al declarar en su preámbulo que deben
reorganizarse «sus representaciones y estructuras para las imperiosas necesi-
dades de negociación». Del resultado de esta reorganización depende en buena
parte el éxito del nuevo sistema.

MIGUEL RODRÍGUEZ-PINERO

aiás acusada trascendencia», como es la organización cié !a misma, su trascendencia, el
carácter sedicioso de la misma, etc. De asta inaplicación práctica en general de los
preceptos penales sobre la huelga se hace eco ALONSO OLEA: El despido, cit., pági-
nas 21?. y sigs.

(114) Llama la atención que no se aluda al Decreto de 5-I-39, -sino a la «Ley y
Reglamento de Delegaciones de trabajo», como queriendo excluir la aplicación de aquél.
Sai>re el «Derecho penal administrativo del trabajo» vid. GARCÍA ABELI.ÍN: Derecho
penal del trabajo, Madrid, 1955; págs. 144 y sigs.

33



MIGUEL RCDRIGUEZ-PINKRO

A P É N D I C E

Besreia> dd ASinisieri» de Trabajjo ds 2© de M!¡>íí.em¡¡s¡re ds 39í>2 («B. O. del E.» de
24-IX*62), núm, 2.354, sobre procedimientos de formaüización, conciliación y
arbitraje are !as relaciones colectivas ile trab

P R i; k y. B U L O

Las relaciones de trabajo por cuenta ajena requieren un marco obligado de estabi-
lidad social que salvaguarde, el normal desarrollo da las mismas, para el debido cumpli-
miento de las prestaciones que recíprocamente se deben quienes son parte en ellas.
Trabajadores y empresarios tienen unos evidentes intereses comunes, señaladamente «I
di*, ia producción a la que unos y otros dedican sus empeños, y de la que obtienen los-
primeros las remuneraciones que son sus medios primordiales de vicia, y los seguimos
las cantidades precisas para atender z las inversiones del propio proceso productivo,
o para ofrecer una rentabilidad en virtud de la cual pueden allegarse los medios mate-
riales que hacen la producción posible.

Este básico interés común surge, de hecho, de la conjunción de los interese? singu-
lares de ambas partes que se ajustan y componen, si se trata de trabajadores y empre-
sarios individualmente considerados, a través de los contratos de trabajo y, si se trate
de colectividades de unos y otros, a través de los convenios sindicales colectivos.

Por otro lado la comunidad, y el Estado como su personificación y órgano, tier.er.
también un interés evidente, de una parte, en que los procesos productivos se aes-
arrollan con normalidad y eficiencia puesto que de ellos obtiene el público los bienes
y servicies económicos precisos para la vida comunitaria, y, de otra parte, en que ¡a
composición de intereses individuales o colectivos que se conjugan en la relación de
trabajo sea una composición ordenada y justa. De ahí que el listado se haya reservado
siempre tanto la facultad ordenadora de las relaciones individuales de trabajo, expresada
a través de la ley de Contrato de trabajo de 26 de enero de 1944, y de las demás dispo-
siciones de diferente rango relativas a la misma, como la de las colectivas, ejercitada
mediante la creación del esquema que ¡jara las negociaciones de tal carácter supone
la ley de Convenios colectivos sindicales de 24 de abril de 1958, y mediante la reserva
en su favor de la facultad de regular las condiciones mínimas de trabajo, contenidi en
•Ja ley de Reglamentaciones de 16 de octubre de 1942, y de la de arbitrar en el supur-s*0

de negociaciones infructuosas, contenida en la propia ley de Convenios colectivos de 1958'
La anormalidad en las relaciones de trabajo, así en las individuales como en ;as-

colectivas, aun siendo una situación ocasional, excepcional, limitada y transitoria, <-'í,
sin embargo, un fenómeno con el que el ordenamiento jurídico tiene que contar y ha
de regular. Hn una economía en desarrollo, sometida a procesos de reorganización y
transformación tecnológica y presidida por un deseo de elevación general del nivel '•''
vida de la .población, una cierta fricción es susceptible de producirse, constituyendo u:i
síntoma indicador de que las relaciones de trabajo no permanecen inmóviles o estan-
cadas, sino que se están adaptando a aquella realidad cambiante.

Las anormalidades individuales o conflictos singulares de trabajo tienen en nuestre
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ordenamiento un sistema de formaüzación y resolución que, aunque quizá necesitado
de alguna corrección, desde hace años viene funcionando con eficacia, representado por
la existencia de !os procesos especiales de trabajo, regulados por el Texto Refundido
de Procedimiento Laboral y atribuidos para su conocimiento a Tribunales especiales
de trabajo, constituidos por !as Magistraturas provinciales y las escalas superiores de
esta estructura jurisdiccional.

Los conflictos colectivos aparecen también previstos y regulados en una serie di-
disposiciones dispersas, corno señaladamene lo son las facultades atribuidas a los dele
gados de trabajo por la ley de 12 de noviembre de 1942, y el Reglamento ác. 21 de
diciembre de 1043; la propia potestad de arbitraje atribuida al Ministerio de Trabajo
por la ley de Convenio;; sindicales colectivos de 24 de abril de 1958; las atribuciones
tie que pueden usar los Gobernadores civiles en caso de paros, cierres o suspensiones,
ilegales, conforme a la ley de Orden Público de 30 de abril de 1959; la atribución
genérica de competencia a la Magistratura de Trabajo, por el artículo 6.&, párrafo : / '
de la ley de 24 de abril de 1958, para «los conflictos que se produzcan entre empresa-
rios y trabajadores», y últimamente las atribuirlas a los funcionarios de la inspección
de Trabajo, por !a ley de 21 de julio de 1962, de mediar en los conflictos laborales de
carácter colectivo.

Necesario es ahora recoger ios principios contenidos cu estas disposiciones, dar.Vs
una adecuada reglamentación y estructurar, en fin, dentro del marco de aquellas dis-
posiciones legales el cauce adecuado para solventar las situaciones excepcionales y tran-
sitorias de anormalidad.

Tal es la finalidad del presente Decreto que además tiene muy en cuenta 'a va-
riedad de situaciones que de lu-cho pueden presentarse, y quiere poner a disposición,
de les interesados, trabajadores y empresarios, de sus representaciones sindicales y, des-
de luego, a disposición de los Órganos .públicos competentes, los instrumentos y proce-
dimientos precisos con que enfrentarse con la variedad aludida.

La colectividad del conflicto no es más que un género dentro del que caben nume-
rosas especies; puede tratarse de un conflicto individual puro y simple que las circuns-
tancias generalizan, o puede tratarse de un conilicto verdaderamente colectivo en rl
sentido de que aiecte a intereses de categorías profesionales o a! conjunto o grunos de
trabajadores al servicio de una empresa. Por otro lado, diliere en su naturaleza el
conflicto que versa sobre ia aplicación de una norma existente, sea estatal, sea contenida
en un convenio colectivo, del que precede al establecimiento de ia misma norma colec-
tiva. Y, sobre todo, hay que distinguir celosamente entre el conflicto colectivo de natu-
raleza laboral o económica, suscitado por cuestiones que afectan a la relación da
trabajo, del conilicto que. en su nacimiento o en su desarrollo es un conflicto político-
y de atentado al orden público o a las instituciones del Estado. BI propio conflicto
laboral ha de tener un tratamiento muy distinto si surge como consecuencia de las
condiciones de trabajo tie quienes son parte directa en el conflicto, que si acaece como
resultado de intereses ajenos, pues estos últimos no son sino generalizaciones ilícitas.
ne cuestiones localizadas en los intereses afectados.

La Organización sindical, cuya extraordinaria vitalidad y capacidad di: adaptación
na que.dado demostrada con su intervención en el régimen de convenios colectivos,
sunrá organizar sus representaciones y estructuras para las imperiosas necesidades de
negociación, y eveiitualmenre, para las de preparación de asuntos para su sometimiento
a los órganos jurisdiccionales y arbitrales, derivados ce.i presente Decreto.
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En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo, y previa deliberación de'. Consejo
de Ministros en su reunión del di?. 7 de septiembre da 1962,

Dispongo:
Artículo Í .° 1. Conforme a ¡a ley de 24 de abril ác. 1958, además de. 1?. competencia

que tiene atribuida en los conflictos individuales por el artículo i." del Texto Retundido
de Procedimiento Laboral, la jurisdicción de trabajo tiene competencia para conocer,
resolver y ejecutar sus decisiones en los conflictos colectivos de trabajo.

2. Las Magistraturas cíe Trabaje conocerán cíe los conflictos colectivos por los trá-
mites de un proceso especia! cuyas basirs serán ¡as siguientes:

a) La preferencia en el despacho de los asuntos a que se refiere ci presente
Decreto está absoluta sobre cualesquiera otros.

b) El proceso .se iniciará siempre, de oficio, mediante comunicación de 1;¡
Delegación de Trabajo a la Magistratura en la forma prevista por la sección 5.",
título 2.0, libro 2.° del Texto Refundido de Procedimiento Laboral.

c) La comunicación a la Magistratura habrá de ser precedida por el intento
sindical de conciliación o mediación en el conflicto, y si aquél se intentara
sin efecto, ante el Delegado de trabajo; el resultado negativo de éste se
acreditará mediante certificación expedida por el propio Delegado, por quien
se acompañará también 11 la demanda un informe sobre su gestión mediadora.

d) Las Magistraturas de trabajo usarán de la facultad que les confiere el
artículo 10 del Texto Refundido sobre designaciones de representantes pro-
cesales únicos, dirigiéndose a tal fin a la Organización sindical.

e) El procedimiento será sumario, con audiencia oral de ambas partes
ante eí Magistrado, y concluyendo mediante decisión de éste.

f) Las decisiones de las Magistraturas serán ejecutorias desde el momento
en que se dicten, no obstante los recursos que contra los mismos pudieran
interponerse.

g) Contra las decisiones sobre conflictos colectivos adoptados por l?.s
Magistraturas de Trabajo cabrá recurso de alzada ante una Sala especial del
Tribunal Central de Trabajo, tin que quepa recurso alguno contra la decisión
de éste.

3. Se atribuye, asimismo, jurisdicción a la Magistratura de Trabajo para conreer de
las reclamaciones que se pueden suscitar contra las decisiones de resolución de los con-
tratos de trabajo adoptadas por las empresas, conforme al artículo 5.", párrafo 2.'' Si
la Magistratura decretara la improcedencia del despido concederá en todo caso al empre-
sario la opción entre la readmisión y la indemnización.

4. Los párrafos i.° y 3.0 del artículo igo del Texto Refundido de Procedimiento
Labora! quedan redactados en la forma respectiva siguiente:

«Procederá el recurso de suplicación contra las sentencias no comprendidas
en e' artículo 164 dictadas e.n reclamaciones cuya cuantía litigiosa sea supe-
rior a 10.000 pesetas y no exceda de 100.000 pesetas.»

«No obstante, precederá el recurso de suplicación contra las sentencias á'.c-
tadas en reclamaciones cuya cuantía no exceda de io.coo pesetas cuando se
solicite únicamente la subsanación de una falta esencial del procedimiento.»
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Artículo 2.0 i. Durante ia vigencia de un convenio colectivo, cualquier?, que sea
au ámbito de aplicación, toda situación colectiva de conflicto que se derive cíe la
aplicación de sus cláusulas habrá de ser conocida y resuelta por las partes interesadas
mediante la decisión de la Comisión del convenio.

2. Si no existiera esta Comisión o si existiendo en el sene de la misma no se obtu-
viese un acuerdo, las partes intentarán solventar sindicalmente sus diferencias, y de no
Icyr.ir'o, las someterán a ia autoridad laboral que haya aprobado el convenio. La •.•.uto
"idad laboral podrá o bien proceder conforme a lo dispuesto en, el apartado n.'J, c), del
=!itícu!ü :.'•', o bien dictar el laudo correspondiente, de obligado cumplimiento-, previa
audiencia de ambas partes e intento de conciliación de las mismas, sumariamente y sin
que en ningún caso puedan invertirse más ele veinte día.; en este, procedimiento hasta
dictar el correspondiente laudo.

3. En el caso de que el conflicto versara sobre materias no previstas en el con-
venio, y éste fuera de ámbito interprovincial, provincial, comarcal o loca!, ss procederá
de igual modo que el determinado en el apartado anterior.

Anjculo ',." Si se desarrollara una situación de conflicto colectivo cuando no exista
convenio colectivo sindical, la autoridad laboral podrá decretar inmedistrantiite, a ins-
tancia de cualquiera de las partes y previo intento de conciliación sindical, la consti-
tución de la Comisión negociadora da! convenio, precediéndose seguidamente en la forma
prevista por la ley de Convenios colectivos sindicales y disposiciones complementarias
ce la misma. Alternativamente, podrá la autoridad laboral, de oficio o a instancia de
cualesquiera de las partes, proceder con arreglo a lo dispuesto en el apartado 2.", c) del
artículo i.", o en el apartado 2 del artículo 2.J

Artículo 4.0 1. En toda situación de conflicto colectivo, cualesquiera que sean su
Naturaleza y características, compete a la Inspección de Trabajo ejercer sus funciones
de -mediación y avenencia, de conformidad con lo dispuesto en la ley de 21 de julio
ce 1962, reuniendo a los representantes de ambas partes, conjuntamente o aisladamente,
y tratando de obtener el correspondiente acuerdo de solución.

2. La Inspección de Trabajo ejercerá estas funciones de oficio o a instancia de
•rudquicra de las partes, dando cuenta de los resultados de la misma autoridad laboral
de la que dependa.

3. Conforme a lo dispuesto por e! artículo 20, apartado 1, e), de la citada ley, el
Ministerio de Trabajo podrá encomendar a funcionarios del Cuerpo de la Inspección el
•cometido especial de mediar en cualquier conflicto colectivo.

Artículo $.° 1. lin los supuestos en los que la situación de conflicto carezca de
tundamento laboral que directamente afecte a quienes son parte en el mismo, o cuando
sa produzca con inobservancia de los procedimientos previstos por el presente Decreto,
u ocurra una vez dictadas las decisiones de la Autoridad laboral y de la Jurisdicción de
I rabajo, o se plantee durante la vigencia de un convenio colectivo que afecte a una
sola empresa, se remitirán las actuaciones a la autoridad gubernativa, sin perjuicio de
¡a aplicación, en su caso, de las sanciones previstas por la ley y Reglamento de Delega-
ciones de Trabajo.

2. En ¡os supuestos previstas en el párra;o anterior, se entienden incursos en
causa de despido quienes hayan participado en el conflicto; en con.secue.ncia, las em-
presas podrán usar de su facultad rescisoria conforme el artículo ÍJT, del Texto Rcfun-
ÍIMO de Procedimiento Laboral.

?>• Hn cualquier caso, la Autoridad gubernativa podrá adoptar las medidas urgentes
::u<- ei mantenimiento del orden público aconseje, conforme a ¡a legislación vigente.
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Artículo 6." Los procedimientos iniciados conforme a este Decreto dejarán de sus»
tanciarse, cualquiera que sea el trámite en que se encuentre, y se entenderá solventado
el conflicto, si las partes llegaran a un acuerdo s. través de la Organización Sindical y éste
fuera aprobado por la autoridad laboral sin perjuicio de los efectos determinados en
eí artículo anterior en los supuestos 2 que el mismo se refiere.

Artículo y." Los acuerdos que se adopten por las partes en virtud de los procedí'
mientos conciliatorios previstos en eí presente Decreto no podrán tener repercusión en
!os precios respectivos.

Artículo y.° Se utoriza al Ministerio de Trabajo para elevar al Consejo de Ministro?-
un nuevo Texto Refundido de Procedimiento Laboral, en el que previo informe del
Consejo de Estado respecto a lo dispuesto en el artículo i.", párrafo 4, se recojan las
modificaciones que sean consecuencia de lo establecido en ci presente Decreto, así
cerno para adaptar al mismo el Tribunal Central de Trabajo, fijando su nueva conreo'
sición y estructura.

Articula y." El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publica-
ción en el Boletín Oficial del Estado.


